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INVITADOS: Por el CODICEN, doctor Luis Yarzábal, Presidente; profesor José Pedro Barrán, 
Vicepresidente y maestro Héctor Florit y profesora Lilián D' Elía, Consejeros. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arregui).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


SEÑOR BRUNO.- Quisiera trasmitir a la Comisión que se nos ha planteado que cada vez que hay un 
evento relacionado con las jineteadas es necesario realizar una serie de seguros. En la medida que las 
jineteadas se declaren de interés nacional, estos trámites resultarían más fáciles. Por tanto, solicito que 
tratemos en este ámbito un proyecto por el cual se declare a las jineteadas como deporte nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este punto podría ser tratado en la primera sesión en la que la Comisión no 
deba recibir delegaciones. Figura en la agenda la visita del ingeniero Brovetto en dos oportunidades; 
una, para referirse a la iniciativa acerca de la educación y, otra, por el tema de Tveo. 


También habíamos mencionado lo referente a archivos fílmicos. Entonces, agendaríamos estos dos proyectos, 
y a fin de iniciar su tratamiento, pediríamos que venga alguien para proporcionar información. 


Creo que el proyecto relativo a archivos fílmicos viene del Poder Ejecutivo; a este respecto sé que estuvo 
trabajando intensamente la Senadora Percovich. 


SEÑOR BRUNO.- En este proyecto figura el nombre de tres Diputados; habría que saber cuál de ellos 
podría venir a informar. 


SEÑOR ORTUÑO.- En la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración, 
el Diputado Lacalle Pou ha estado trabajando acerca del tema a que hace referencia el Diputado 
Bruno, de modo que podríamos consultarle. 


Esta es la primera vez que concurro a la Comisión y agradezco la coordinación permanente de nuestras 
tareas, en la medida que integramos otra Comisión, y coinciden los horarios de ambas. De todos modos, 
siempre que sea posible concurriremos a esta Comisión.. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa coordinará con el Diputado Lacalle Pou para que concurra a este 
ámbito a informar sobre el proyecto referido a jineteadas y quién hará lo propio con el relacionado con 


los archivos fílmicos. 


(Ingresa a Sala una delegación de autoridades del CODICEN) 


La Comisión de Educación y Cultura tiene el agrado de recibir al Presidente del CODICEN, 
doctor Luis Yarzábal; al Vicepresidente, profesor José Pedro Barrán; al Consejero, maestro Héctor 
Florit; y a la Consejera, profesora Lilián D'Elía. 


Estuvimos hablando personalmente con el señor Presidente del CODICEN, Yarzábal a los efectos de tratar 
como tema principal los lineamientos de trabajo, lo que piensa hacer el CODICEN en esta gestión al frente 
de la ANEP. Incluido en esto hay un planteamiento de la FENAPES que oportunamente se hizo llegar, a fin 
de considerarlo en algún momento de la exposición. 


SEÑOR YARZÁBAL.- Agradecemos muy especialmente la invitación que nos ha cursado la Comisión 
por intermedio de su Presidente, el Diputado Arregui. También queremos presentar nuestras excusas 
por haber retrasado nuestro arribo, en virtud de circunstancias de fuerza mayor que ocurrieron a 
último momento. 


Quiero decir que atendiendo a los términos de la comunicación escrita que la Comisión tuvo la gentileza de 
enviarnos, así como a la introducción que ha hecho su Presidente, consideramos pertinente hacer una 
exposición general con relación a los objetivos y a os lineamientos de política que el Consejo Directivo 
Central se propone impulsar en el transcurso del quinquenio. 


Me complace decir que la exposición que me corresponde hacer recoge una posición de consenso de los 
cuatro integrantes del Consejo Directivo Central; en este sentido y para respetarla en todos sus aspectos, voy 
a dar lectura a un documento que contiene esta visión y este enfoque. 


Para organizar el documento me permito adelantar que tendrá un primer capítulo introductorio; el segundo, 
destinado a organizar las líneas rectoras fundamentales de la política educativa que queremos impulsar; un 
tercer capítulo que analizará los grandes fines y finalidades que durante el quinquenio orientarán la 
educación; el cuarto capítulo analizará nuestra visión de un Sistema Nacional de Educación; el quinto, 
contendrá consideraciones sobre dos proyectos que entendemos que conviene reincorporar al sistema 
educativo; el sexto, analizará nuestra visión con respecto a los recursos requeridos para que estas políticas 
puedan llevarse adelante; el séptimo, tomará en cuenta algunos aspectos relativos al personal de la ANEP, y 
el octavo contendrá nuestra visión sobre el proceso que habrá de conducir a la nueva ley de educación. 


En cuanto a las líneas rectoras fundamentales de la política educativa, dicho documento señala: 

"Consideramos, como lo hace hoy todo el mundo, que la educación es un derecho fundamental de toda 
persona, que conforme a la Ley se ha de ejercer con carácter obligatorio en ciertos tramos de edad, con 
oportunidades abiertas cada vez que toda persona lo considere necesario.- La expresión tan en boga de 


'educación para todos a lo largo de toda la vida' es algo más que un feliz eslogan. Es fundamentalmente un 
compromiso de enormes implicaciones para el trabajo de ANEP, un compromiso de difícil cumplimiento para 
cualquier país del mundo pero que deseamos retener, para avanzar cuanto podamos en su satisfacción.- Nos 
sentimos igualmente comprometidos con un cuerpo de principios de honrosa trayectoria en la educación 
nacional: gratuidad, laicidad, obligatoriedad, autonomía, participación, democracia. Ellos han de constituir 
las bases de una definida política de Estado en materia educacional.- Por gratuidad -principio estipulado con 
la amplitud conocida en el Artículo 71 de nuestra Constitución- entendemos mucho más que la exoneración 
de gastos de matrícula.- Niños y adolescentes tienen derecho a recibir del sistema educativo y en ciertos 
aspectos del sistema social todos aquellos medios requeridos para culminar con éxito su proceso de 
aprendizaje. ANEP incluirá en su proyecto de Presupuesto para el quinquenio las partidas necesarias para 
ampliar la dotación de alimentos, vestido y calzado, útiles escolares, textos de estudio, atención sanitaria, 
etcétera, de modo de garantizar la igualdad de oportunidades, especialmente en beneficio de los menos 
favorecidos. Al grave incremento de las situaciones de pobreza ha de corresponder el incremento de la 
capacidad de ANEP para atender aquellos aspectos que están bajo su responsabilidad directa. No deseamos 
que este concepto de la gratuidad sea confundido con la mera asistencialidad. En todas estas acciones no 
perdemos de vista que el objetivo no es solo proteger o contener niños y adolescentes sino sobre todo 
educarlos. A vía de ejemplo, un programa de alimentación puede ser el ámbito adecuado no solo para hacer 
más realistas los aprendizajes infantiles sino para movilizar en la comunidad, siempre con propósitos 
educativos, su indiscutible potencial de solidaridad. Y de esto el país tiene exitosas experiencias". 


En cuanto a la laicidad de la educación, debería ser "entendida como educación en pro de la libre formación 
de la personalidad del educando y del respeto irrestricto de su conciencia". El carácter aconfesional que el 
artículo 5” de la Constitución confiere al Estado obliga a éste a aplicar en todo el sistema de educación 
pública el principio de laicidad, de modo de garantizar, como se ha dicho, que los educandos se formen en 
plena libertad de conciencia, tanto en los aspectos religiosos como político-partidarios. La ANEP debe alinear 
su labor sobre los aspectos epistemológicos (investigación, formación, perfeccionamiento), y didácticos (la 
pericia del ejercicio de la docencia directa) en función de los objetivos previstos en el actual texto de los 
artículos 1* y 2* de la actual ley, y artículo 3 del Estatuto del Funcionario Docente vigente en el marco de las 
disposiciones de rango constitucional. Ello no deja, no debe dejar, a nuestro juicio, ninguna posibilidad 
abierta a la prédica en los centros educativos de cualquier forma de adoctrinamiento, tampoco de ateísmo ni 
de estímulo al apartamiento del futuro ciudadano de sus deberes y derechos políticos. Preconizamos la 
neutralidad religiosa y político-partidaria pero, a la vez, creemos que los educandos, según su nivel de 
madurez, han de recibir como parte del currículo normal información objetiva sobre la presencia del hecho 
religioso en el pensamiento, en la historia y en el arte de los pueblos, así como sobre las grandes corrientes de 
ayer y de hoy inspiradoras de la vida política de nuestro pueblo y de la humanidad en general. También 
creemos que la educación pública debe impulsar entre los educandos los valores cívicos inherentes a nuestra 
forma democrática representativa de Gobierno, vale decir, igualdad, justicia social, libertad y respeto 
irrestricto a los derechos humanos. 


El principio de obligatoriedad también nos viene de la Constitución para los niveles educativos que aquella 
prescribe en su artículo 70. Nos queda aún un trecho a recorrer para lograr la plena vigencia de este principio, 
en general condicionado por situaciones adversas. Nos esforzaremos por mantener las elevadas tasas, tanto de 
ingreso como de egreso, logradas en la enseñanza primaria, que son hoy prácticamente universales. A partir 
del año 2003, por ley, se estableció la obligatoriedad para la educación inicial de cuatro y cinco años. Hoy 
alcanzada la cobertura de cinco años, el propósito es lograr la incorporación al sistema formal de los niños de 
cuatro y, en especial, de los más vulnerables: una tercera parte de los niños más pobres aún no asiste. Y en 
cuanto al ciclo básico de la enseñanza media, también de carácter obligatorio, si bien se está acercando a su 
universalización, el acceso ha sido importante pero es insuficiente en permanencia y en egreso. En educación 
media superior aún persisten problemas de acceso en términos territoriales y fuertes problemas de sesgo 
social. El objetivo fundamental de este eje articulador de políticas educativas será el de procurar extender los 
años de educación formal de la población en términos de justicia social. Ello supondrá acciones 
compensatorias, estableciendo políticas sociales integradoras. 


El principio de autonomía, también mencionado, tiene su sustento jurídico en el artículo 202 de la 
Constitución y en los artículos 5* y siguientes de la Ley N* 15.739 de 1985, en parte enmendados por la Ley. 
N? 16.115 de 1990. Es deseable, a nuestro juicio, que la futura ley de educación consolide la vigencia de este 
principio tan caro a los educadores y a otros miembros de la comunidad educativa del país desde los inicios 
del siglo pasado. Quienes componemos los diferentes Consejos de la ANEP reconocemos la responsabilidad 


que representa ser depositarios y garantes de esa autonomía y continuaremos actuando, en este y en otros 
aspectos ya mencionados, conforme al mandato constitucional. En lo que hace al principio de participación, 
tenemos la convicción de que en las últimas tres décadas no fue objeto de la consideración que convenía al 
interés público. Tras el Gobierno de facto, totalmente adverso a su aplicación, la Ley de 1985 dispuso en su 
Artículo 19 el "establecimientos de las Asambleas de docentes de los Institutos, Liceos y Escuelas de su 
dependencias, así como Asambleas nacionales de docentes de cada Consejo Desconcentrado. Las mismas - 
dice la Ley- tendrán derecho de iniciativa y función consultiva en los problemas técnico-pedagógicos de la 
rama respectiva y en temas de educación general". Este mandato de la Ley traducía el reconocimiento del 
derecho de los docentes a hacerse oír en los temas inherentes al ejercicio de su profesión (derecho, por otra 
parte, repetidamente señalado por los organismos internacionales competentes) y, a la vez, ponía en evidencia 
la confianza del legislador en las elevadas competencias profesionales de nuestro cuerpo docente. 
Lamentablemente, los educadores trabajaron en las dos últimas décadas con el sentimiento de que sus 
deliberaciones y propuestas no eran tomadas en cuenta por las autoridades de la enseñanza, situación que la 
actual ANEP está revirtiendo progresivamente llamando a los representantes electos de las ATD a prestar su 
asesoría al organismo. La participación no puede ser considerada exclusivamente como un medio idóneo para 
proyectar los cambios, debe ser un fin educativo en sí mismo que profundice la práctica democrática y la 
formación ciudadana. Tiene una externalidad positiva sustantiva para la educación, que es la demanda 
permanente de información y formación de los actores para lograr un debate jerarquizado, un análisis 
profundo y propuestas consistentes. Nos proponemos seguir en esta línea y abrir otras que permitan a la 
comunidad educativa en su conjunto, y no sólo a los docentes, expresar sus opiniones sobre la marcha de la 
educación nacional. Es de desear que la futura ley de educación consolide esta tendencia y la refleje, también, 
en los procedimientos a seguir en la composición de todos los órganos rectores de la educación pública. 


En fin, y no por mencionarlo al término de esta relación de principios es el menos importante sino todo lo 
contrario, consideramos que la educación, en su conjunto, ha de ser fiel al principio de democracia. La 
historia universal está llena de episodios, todos ellos dolorosos, en que la educación ha sido utilizada como 
vehículo de dogmatización, de discriminación, de trasmisión de odiosos patrones de conducta, de 
sojuzgamiento del pensamiento libre. De hecho, muchas veces se ha llamado educación a lo que no era más 
que contraeducación o antieducación. Afortunadamente, nuestras leyes y nuestros valores más vastamente 
compartidos son los de la democracia, como forma de organización política y también como espíritu rector 
del relacionamiento y del actuar ciudadano. De modo que fomentaremos que los órganos rectores de la 
enseñanza y los centros bajo su dependencia sean democráticos, en su organización, en sus métodos, en sus 
relaciones internas y con la sociedad entera y sobre todo en los contenidos de sus enseñanzas. Se dará así a 
educadores y educandos no sólo la oportunidad de aprender democracia sino también de vivir en democracia, 
de contribuir con espíritu a la vez creador y crítico a su consolidación. Deseamos que todo egresado del 
sistema educativo nacional sepa vivir en democracia, conscientemente convencido de que su defensa y 
perfeccionamiento es cosa de todos los días. La finalidad es que durante el quinquenio queremos que orienten 
a la educación. 


No sería oportuno entrar en excesivos detalles. Pero toda labor educativa, desde la que se cumple en los 
organismos gubernamentales hasta la que tiene lugar en la soledad de una pequeña escuela rural, ha de estar 
orientada por el enunciado explícito de sus finalidades. Y aunque corresponderá a la futura ley enumerarlas 
para el mediano y largo plazo, nos permitiremos pasar revista a aquellas que, a nuestro juicio, han de inspirar 
la labor del primer tramo de este Período de Gobierno. 


No cabe duda de que la finalidad fundamental de los procesos educativos es la de contribuir al desarrollo 
personal del educando. Esta afirmación es particularmente aplicable a la educación general o básica que 
corresponde a la adquisición por el educando de un conjunto importante de conocimientos, destrezas, hábitos 
y valores contribuyentes a la constitución de su personalidad, de su identidad personal. Si la educación, como 
hemos dicho es ante todo un derecho, los educandos tienen derecho a participar en procesos que contribuyan 
a que cada uno de ellos sea el mismo. Aprender a ser es un derecho y ayudar a ser es para nosotros y para el 
cuerpo docente una obligación fundamentalmente ética. Naturalmente, esto tiene que ver con el concepto de 
calidad de la educación. 


Una finalidad complementaria de la anterior, es la de favorecer la inserción ciudadana del educando como 
componente de una sociedad democrática, de manera que la educación contribuya a conciliar la construcción 
de identidades personales, integrales, responsables y libres, con la afirmación de una identidad nacional 
coherente con la justicia social, la equidad, la participación en el esfuerzo creador y productivo y en el 


disfrute de sus productos, en una palabra, en el ejercicio de la democracia. No son estas meras expresiones de 
circunstancias que podrían resultar válidas para cualquier país y para cualquier momento histórico; son, muy 
concretamente, líneas directrices de gran actualidad y nos empeñaremos en que todos los docentes a los que 
ha correspondido vivir la edificación de nuestra educación, y por períodos su derrumbe, tengan la formación 
y el estímulo adecuado para situarla en las exigencias del Siglo XXI y de un Uruguay no resignado a ninguna 
forma de dependencia o de indigencia. 


Cabe a la educación también contribuir al desarrollo nacional en sus aspectos económicos, sociales y 
culturales. No queda alternativa en el contexto de un país conmovido por grandes problemas sociales, tales 
como el aumento de la pobreza, la exclusión, la violencia, la fractura de las identidades, la división entre 
campo y ciudad, y la dependencia externa. Más concretamente, el enunciado de esta finalidad supone que, 
habida cuenta de las diferentes edades de los educandos y de los distintos niveles y modalidades de su 
educación, es de interés nacional favorecer en ellos la comprensión analítica, crítica y comprometida de la 
realidad nacional en todos sus aspectos. Más aún: no nos parece suficiente con que formemos a ciudadanos 
que dispongan de una cultura general de calidad, objetivo irrenunciable de la educación básica, pues hemos 
de sentar las bases igualmente para que nuestros egresados aborden con éxito las etapas subsiguientes, sea 
prosiguiendo sus procesos de formación, sea incorporándose al mundo del trabajo, para lo cual será bueno 
que todas y todos hayan vivido en su trayectoria escolar la experiencia del trabajo, no simulando trabajos 
ficticios, sino emprendiendo trabajos productivos o socialmente útiles. En las presentes circunstancias el país 
lo requiere, pero aun cuando tales circunstancias fueran de holgura económica, la experiencia de discutir, 
diseñar, ejecutar y evaluar procesos productivos ha de constituir un componente fundamental de la 
construcción de la persona. Y también en esto el país tiene larga experiencia. 


Deseamos que los niños, y en mayor medida aun los jóvenes, egresen de sus estudios con un conocimiento 
cabal de la historia nacional, con la capacidad de comprender tanto sus instancias fundacionales como las 
más recientes. Esta expresión "conocimiento de la historia reciente del país" nos parece fundamental. Ha de 
recordarse, señoras Diputadas y señores Diputados, que concluido el período de la dictadura, el país no se 
dotó de todos los instrumentos necesarios para la superación de aquel gran drama humano, y así -no es más 
que un ejemplo- el programa de enseñanza de la historia que ha estado vigente hasta ahora para el sexto curso 
de la enseñanza primaria incluye el tema "Uruguay en el siglo XX. Evolución del país en el siglo XX hasta 
1967". Quiere decir que los alumnos egresan de primaria, y a menudo de la enseñanza secundaria, 
desconociendo los hechos acaecidos durante casi cuarenta años de la historia reciente de su patria, ignorando 
el porqué de los silencios, los comportamientos y los conflictos psíquicos de sus padres y sus madres. 


Surge, entonces, la necesidad de una revisión curricular de los programas, de sus contenidos y competencias 
a adquirir durante el ciclo escolar; abordar el acontecer histórico cercano implica un enorme esfuerzo técnico 
docente, particular pericia didáctica para que sea sin imposiciones, sin restricciones y, fundamentalmente, 
integral, imparcial y crítica de las diversas posiciones o tendencias que presente el estudio. 


Es nuestro deber y el de todos los centros docentes restituir en nuestros jóvenes el derecho a saber, a 
conocerse mejor a sí mismo, gracias a una correcta interpretación de sus raíces. Y ese deber del sistema 
educativo que nosotros consideramos de urgente atención, ha de cumplirse con total serenidad, con celosa 
objetividad, sin parcialidades, con un profundo respeto por todos los aspectos de la verdad histórica, como 
una contribución al restablecimiento de la fraternidad que siempre caracterizó a nuestro pueblo. Así lo han 
venido recomendando tanto en el Informe Final de la Comisión para la Paz en su párrafo 81, como 
numerosas Organizaciones no Gubernamental y docentes. 


Tomaremos las disposiciones necesarias para que los docentes de todos los niveles estén en condiciones de 
asumir esta inaplazable labor, respetando el principio de laicidad en toda su integridad. 


Nos parece igualmente importante que nuestros educandos, habida cuenta siempre de sus edades y niveles, se 
ubiquen correctamente frente a una serie de características y problemas del mundo en que ya se están 
moviendo, y en el que les corresponderá ser agentes activos y responsables. 


Obviamente, el conocimiento de la realidad nacional merece la máxima atención, pero el país es miembro del 
MERCOSUR, de la Organización de Estados Americanos, de las Naciones Unidas y de sus agencias 
especializadas, de los grandes dispositivos de cooperación técnica y financiera regional e internacional, en 
una palabra, el país y sus ciudadanos somos miembros de esa vasta red que constituye la llamada comunidad 
internacional. Nuestros jóvenes han de tener un conocimiento adecuado de ese mundo, que es el de hoy y 


que, en una perspectiva constructivamente solidaria, ha de funcionar de la mejor manera posible en el futuro, 
con la participación consciente de todos, en beneficio de la especie humana. Respondiendo a esta finalidad, 
nuestros planes de estudios incluirán el examen de cuestiones que tienen alcance mundial y que también se 
manifiestan entre nosotros, tales como la lucha en favor de la paz, de la comprensión internacional, de la 
erradicación de la pobreza, del puesto en la sociedad de niñas y mujeres, de la defensa del medio ambiente, 
de la conservación de la biodiversidad, en fin, las aulas han de contribuir a que cada alumno se dote, 
vivenciándolos como parte de su identidad, de un conjunto de valores al servicio, más allá del egoísmo hoy 
predominante, de una visión generosa de nuestra aldea global. 


Sin querer caer en el didactismo, se nos permitirá recordar que a las escuelas, institutos y talleres los jóvenes 
asisten, fundamentalmente, para aprender. El concepto de aprendizaje ocupa actualmente la atención de 
pedagogos, psicólogos y economistas y no es esta la ocasión para entrar en detalles. Pero el niño y el 
adolescente han de egresar de las aulas dotados de un corpus suficiente y pertinente de conocimientos y 
saberes. Deseamos centros educativos en los que el esfuerzo de los alumnos no se limite a recibir y retener 
conocimientos sino que se aplique a adueñarse definitivamente de esos conocimientos, mediante experiencias 
tanto individuales como compartidas de construcción del saber. Y esta finalidad, que tiene mucho que ver con 
la calidad de los procesos educativos, tiene implicaciones de variada índole: ha de desplazar a aquellas 
corrientes que propugnan la estandarización de los procesos educativos o su conversión en simples 
instrumentos del mercado, ha de ponderar los aspectos positivos y negativos de la llamada sociedad del 
conocimiento, ha de incidir en la formación inicial y permanente de los docentes, ha de contribuir, junto con 
tantos otros factores, a reducir nuestras elevadas tasas del temible fracaso escolar. Para lograrlo, deberá 
disponerse de medios adicionales que permitan el dominio de las tecnologías avanzadas, en especial la 
informática. Como se ve, esta tendencia regresará a esta Cámara cuando presentemos y justifiquemos el 
presupuesto de nuestra enseñanza pública, que ha de ser -así lo creemos- una enseñanza de la más alta 
calidad. 


Las circunstancias hacen que nuestro sistema educativo se proponga la ampliación de ciertos subsectores del 
programa educativo. Uruguay fue en el pasado calificado como pionero en materia de educación especial y 
hoy enfrenta, por razones bien conocidas, el incremento de las tasas de niños y adolescentes que, desde la 
etapa inicial hasta el bachillerato, requieren modalidades educativas que compensen sus minusvalías. 
Haremos todo lo posible para que los centros de educación común detecten y traten esas limitaciones, pero 
reforzaremos, en coordinación con el Instituto del Niño y el Adolescente del Uruguay y del Ministerio de 
Salud Pública, la capacidad y la calidad de los centros educativos especializados. Los servicios de educación 
de adultos y de educación no formal requieren también ser vigorizados. La disparidad entre la oferta y la 
demanda en esta área es muy preocupante. No creemos posible aumentar las perspectivas de Uruguay como 
país productivo y próspero sin modificar esta situación. Para ello todos los Consejos Desconcentrados, como 
el CODICEN mismo habrán de concebir, instalar y poner en eficiente funcionamiento, en conjunción con 
numerosos agrupamientos sociales, instituciones, empresas y con los medios de comunicación, servicios de 
educación de hombres y mujeres que no recibieron en su juventud la formación general y profesional a que 
tienen derecho y que el país necesita. 


Por último, nos parece importante incluir en esta lista de finalidades inmediatas la atención a la escuela rural, 
más bien dicho, la protección de lo que queda de ella, que es paradójicamente mínimo en un país de vocación 
agropecuaria. En efecto, de un índice 100 en 1985, el número de alumnos había caído al índice 42 en el año 
2000, y esta tendencia a la baja persiste. Los escasos servicios educativos, como los liceos rurales y las 
escuelas técnicas agrarias, creados para la atención de las necesidades de los adolescentes del campo, están 
muy lejos de poder satisfacer todas sus necesidades que, en materia educativa, son de muy variada índole. Al 
persistente abandono de los campos por las familias, se suman nuevos cambios derivados de estructuras 
obstinadamente contrarias a la unidad productiva familiar, la introducción de nuevas tecnologías y cultivos 
extensivos, el estancamiento del proceso colonizador, la evolución de los mercados internacionales. Pero ahí, 
en el campo, hay niños y niñas, adolescentes, hombres y mujeres, y todos ellos tienen no solo el mismo 
derecho a la educación sino la imperiosa necesidad de que esta, renovada, apoye sus ansias de permanecer en 
el campo, con bienestar y dignidad. Sin entrar en detalles, ya estamos trabajando para el rediseño de una 
nueva educación rural de calidad, al servicio de las comunidades campesinas y al servicio de la vocación 
agropecuaria del país. 


Nos proponemos pasar de un modelo educativo hoy escasamente integrado a otro conceptualmente bien 
orientado y que dé lugar a un Sistema Nacional de Educación. Confiamos en que la futura ley de educación 


establecerá las bases de ese Sistema, que habrá de responder a los valores, necesidades y percepciones de 
futuro de la sociedad uruguaya, que atenderá los requerimientos de los diferentes subsectores, con las 
necesarias articulaciones con todas las actividades que contribuyen a la elevación del nivel educativo y 
cultural de la población. Un sistema nacional de educación presupone que todas las unidades operativas 
actúan inspiradas por políticas educativas generales y por normas de gestión, también generales, que les son 
comunes. Para evitar toda confusión aclaramos que el modelo que nos proponemos aplicar ha de suprimir 
toda rigidez. Deberá ser dinámico, caracterizado por su cohesión, y a la vez por la variedad de sus respuestas, 
con unidad conceptual y con amplias cuotas de libertad de creatividad y de experimentación. 


La instauración de tal sistema admite e incluso requiere un cierto grado de descentralización. Y decimos "un 
cierto grado" porque el nuestro es un país relativamente pequeño, políticamente unitario y con una pertinaz 
tradición centralista. Dentro de la Administración Nacional de Educación Pública cabe avanzar en un 
redimensionamiento de las funciones y responsabilidades de los cuatro Consejos hoy existentes. No vemos 
ventajas en que el CODICEN acumule funciones pedagógicas o administrativas especializadas. Los Consejos 
Desconcentrados, que por ley tienen amplias atribuciones, están en condiciones de profundizar sus 
respectivas competencias, para lo cual su pertenencia a un ente sistémicamente organizado constituye toda 
una garantía de coherencia interna. Yendo un poco más lejos, estamos estudiando medidas tendientes a 
fortalecer las unidades que actúan a nivel departamental y, hasta donde parezca razonable, delegar en las 
entidades compuestas por educadores, padres y madres de familia, y por vecinos, responsabilidades de 
naturaleza logística, cuyo ejercicio arrastra hoy penurias y demoras. En este capítulo no queremos dejar de 
mencionar que atribuimos una gran importancia al papel que pueden desempeñar las Intendencias 
Municipales, tanto la de la capital como las del interior. Quiere decir que nuestra concepción del sistema 
nacional educativo incluye las oportunas articulaciones con los asociados naturales de las entidades docentes. 


No nos parece adecuado confundir educación con escolarización formal. Pensamos que el Sistema Nacional 
de Educación ha de enriquecerse con múltiples manifestaciones de educación no formal, muchas de ellas a 
cargo de las entidades de la sociedad civil, y con articulaciones de mutua cooperación con otros sectores del 
Estado que, como los de fomento agropecuario y de la producción en general, la salud, la vivienda, la cultura, 
el Plan de Atención Nacional a la Emergencia Social y otros, nos están ofreciendo todos los días importantes 
oportunidades de mutua cooperación. 


Cabe aún otro comentario sobre el significado que damos a la expresión "Sistema Nacional de Educación". 
Hemos de reconocer que, lamentablemente, un millón de uruguayos están viviendo por debajo de la línea de 
pobreza y que esa situación afecta prácticamente a la mitad de la cantidad de niños y adolescentes. La 
mayoría de estos asisten a cursos dependientes de la ANEP, pero un sector minoritario no lo está haciendo, de 
ahí los íntimos nexos que estamos estableciendo y deseamos fortalecer con el Ministerio de Desarrollo 
Social. Pero no deseamos que los estudiantes pobres hoy matriculados ni los que se incorporen de aquí en 
adelante sean, en su condición de alumnos, caracterizados también como pobres. Nos empeñaremos al 
máximo -en este empeño confiamos sinceramente en la comprensión y el apoyo de los legisladores y las 
legisladoras- en que los centros docentes nacionales no sean predominantemente centros pobres para alumnos 
pobres. Han de ser todos centros docentes del pueblo uruguayo, en los cuales quienes participen en procesos 
educativos, tal como quería Varela, sean tratados como iguales, con los mismos derechos a crecer en salud y 
en saber, en alegría y en responsabilidad. 


Como instrumentos en uso hoy destacamos la expansión de las escuelas de tiempo completo, la incorporación 
a partir de este año del maestro comunitario en las escuelas de contexto socio cultural crítico y los cursos de 
actualización y perfeccionamiento docente junto a otros programas sociales. 


En su artículo 202, la Constitución prescribe que la ley dispondrá la coordinación de la enseñanza. Para 
nosotros es evidente que la Comisión Coordinadora de la Educación, puesta en vigencia por el artículo 23 de 
la ley_ de 1985, constituye ahora mismo una entidad fundamental en la creación de ese Sistema Nacional de 
Educación, sin perjuicio de que la futura ley pueda introducir cambios en la composición y funciones de 
dicha Comisión. En resumen, la expresión "coordinación de las enseñanzas" responde a un imperativo, no 
solo de la Constitución, sino de la realidad actual del quehacer educativo. 


En cuanto a los proyectos que creemos conveniente reincorporar al sistema educativo, queremos comentar 
que en los años recientes han venido ejecutándose como parte de la rica y compleja estructura de la ANEP, 
dos proyectos concertados con fuentes internacionales de financiamiento: el proyecto de Mejoramiento de la 


Calidad de la Educación Primaria y el programa de Mejoramiento de la Educación Media y la Formación 
Docente. No cabe en esta exposición inicial entrar en todos los aspectos de estos proyectos, acerca de los 
cuales daremos más adelante la información más detallada que los señores Diputados deseen. Pero estamos 
describiendo los rasgos fundamentales de la futura política educacional y es en ese marco que queremos 
tratar el tema. 


Acabamos de exponer lo que entendemos como Sistema Nacional de Educación y queremos manifestar que 
por distintas circunstancias que, a nuestro juicio, hubieran debido evitarse, estos dos proyectos no han 
constituido operaciones integradas al sistema sino enclaves en el mismo, en gran parte inspirados por 
concepciones reformistas no compartidas por los restantes servicios y, en buena medida también, gestionados 
con aplicación de prácticas alejadas de las sanas tradiciones de la educación nacional y de una administración 
equitativa de las cuestiones de personal. 


Entendemos que proyectos creados con el fin de contribuir al mejoramiento de aspectos esenciales del 
sistema han de actuar naturalmente con cuotas adecuadas a libertad de experimentación e innovación y con 
recursos también adecuados para lograrlo, pero no nos parece conveniente que tras tantos años de ejecución 
estos proyectos se hayan constituido, en muchos aspectos, en operaciones marginales al sistema, al grado de 
ser percibidos por la mayoría del cuerpo docente y de la sociedad como sectores privilegiados de la 
Administración Nacional, cuyo costo no condice con las condiciones de austeridad en que nos vemos 
forzados a prestar los servicios educacionales y cuyos resultados no han podido aún ser replicados en el 
conjunto del sistema por falta de evaluaciones cualitativas independientes y por la propia complejidad, 
excepcionalidad y elevado costo que los caracteriza. 


Creemos firmemente en la necesidad del mejoramiento de la calidad de las prestaciones educativas con o sin 
financiamiento internacional, pero es hora de compartir mejor este desafío, de reorganizar estas operaciones 
insertándolas en el cuerpo global del sistema, de evitar que la educación transite por itinerarios paralelos, de 
sanear la gestión del personal, de incorporar al Presupuesto Nacional partidas que le son propias, de devolver 
a los Consejos Desconcentrados atribuciones y responsabilidades que nunca se les debió haber negado, en 
una palabra, de garantizar por un lado el acatamiento de las grandes líneas de la futura política educativa y, 
por otro, la recomposición del Sistema Nacional de Educación hasta ahora fragmentado. 


No hemos considerado conveniente proceder -como era la aspiración de importantes sectores del cuerpo 
docente- al desmantelamiento de estos proyectos. Hemos preferido devolverle progresivamente una sana 
institucionalidad y seguir dando cumplimiento, a través de la aplicación de las mejores ideas y las mejores 
prácticas en uso de nuestra irrenunciable soberanía, a los compromisos internacionales que llegarán a su 
término en febrero de 2007. Y ello -permítasenos anticiparlo- en el marco de una política de máxima 
prescindencia de toda operación que contribuya, de ahora en más, a incrementar la enorme deuda externa que 
afecta al país. La posibilidad futura de recurrir a recursos financieros provenientes de organismos 
internacionales debería estar supeditada a la insuficiencia de recursos nacionales, a la aplicación de los 
recursos orientada a la incorporación de bienes fijos, perdurables, y a que ellos sean gestionados 
primordialmente por dependencias del sistema ANEP. 


Vamos a solicitar más recursos financieros, naturalmente, y será en esta Casa de las Leyes que estamos 
seguros que nos serán otorgados, pero antes desearíamos, a la vez, exponer con orgullo y con esperanza 
algunos de los recursos con los que creemos que cuenta nuestra educación, la de hoy y la de mañana. 
Pensamos que la educación nacional, y en particular la pública, cuenta con el incondicional respaldo de la 
ciudadanía. En Uruguay, la educación en todas sus expresiones es vista por la población como un sector vital 
para el futuro de los individuos y de la comunidad nacional. Hay un apego esencial al concepto de que no es 
posible crecer al margen del aprendizaje sistemático y hay también una enorme confianza y una no menor 
exigencia del Estado como garante de la calidad, la pertinencia y la integralidad de estos aprendizajes. Y si 
esa apetencia por la educación se ve con frecuencia frustrada, no es por la renuncia a ejercer el derecho a la 
educación sino por la imposibilidad, fruto de la pobreza, de acudir a las aulas. Esta actitud general constituye 
una fuerza multiplicadora en los medios del Estado. Agregamos otra de estas fuerzas multiplicadoras, no 
menos importante que la anterior. Nos referimos al esfuerzo y a las actitudes de los trabajadores de la 
educación, en especial de los docentes de todos los niveles. No quisiéramos incurrir en demagogia, aludiendo 
a la supuesta condición apostólica de los enseñantes; no. Estamos hablando con respeto y objetividad de 
nuestros profesionales de la educación, a veces insuficientemente formados, siempre mal pagados y en pocas 
oportunidades escuchados, no siempre colocados por la sociedad en el sitial que les corresponde. Estos 


educadores constituyen otro gran recurso al servicio de la educación nacional, y la ANEP se propone 
contribuir a su mejoramiento profesional y a la mejora de su calidad de vida. 


Sin duda, los responsables de la ANEP hemos de ser, además, celosos administradores de los recursos a 
nuestra disposición. Somos conscientes de las dificultades generales a que hace frente el país y del extenso 
período de austeridad al que todos hemos de contribuir. En términos generales, creemos que la calidad del 
servicio educativo se juega en la base, en las aulas y en talleres para niños y para adultos, y nos sentimos 
comprometidos a ser tan pródigos como sea posible con los servicios de base, a la vez que austeros en la 
gestión de los medios técnico-administrativo, tendiendo a la racionalidad institucional. 


En términos muy generales, sostenemos que cabe ser muy cautelosos en la negociación de préstamos 
internacionales en apoyo de los servicios de educación pública. No quisiéramos vernos obligados a contribuir 
al incremento de nuestra ya excesiva deuda externa y ello no solamente por razones de política financiera 
sino por la naturaleza misma de los niveles educativos que nos han sido confiados. Estos han de dar respuesta 
a necesidades permanentes de la sociedad, las cuales conviene que sean satisfechas por el Presupuesto 
Nacional como parte de los gastos sociales estables e inevitables. La inyección ocasional de recursos externos 
en este tipo de servicios los deja en penosa minusvalía cuando los recursos externos cesan de ingresar. 
Estamos convencidos de que la educación inicial, incluso en los tramos de edad más bajos, por consecuencia 
constituye además de un derecho una inversión. No sería esta una política adversa a la cooperación 
internacional sino cautelosa ante ciertas modalidades de esta. Nos parece muy recomendable -y así nos 
proponemos proceder- fortalecer el entendimiento con organismos no financieros de las Naciones Unidas y 
con los de carácter regional y bilateral que pueden aportar fondos no retornables. La UNICEF, la UNESCO, 
el PNUD, las Naciones Unidas, la OEA y muchos fondos y organizaciones gubernamentales y no 
gubernamentales se encuentran en esa situación y estaremos atentos a sus posibilidades de apoyo. 


Hasta aquí hemos enumerado los recursos con que contamos y que muchas veces yacen ocultos y 
desaprovechados. Son aportes éticamente importantes y, si son bien administrados, financieramente 
significativos, pero con ellos no basta para sostener la educación de 750.000 estudiantes y el trabajo de 
alrededor de 50.000 profesionales de la educación. 


El programa de Gobierno actual incluye el propósito de que el gasto educativo público ascienda, al término 
de su mandato, al 4,5% del Producto Bruto Interno, incrementando para ello gradualmente los presupuestos 
anuales. Es un reclamo de la sociedad y del cuerpo docente, y un objetivo del programa gubernamental, pero 
es, fundamentalmente, un requisito insoslayable para devolver a la educación la calidad perdida y a los 
docentes el bienestar personal y familiar a que tienen derecho. 


La ANEP cree que el porcentaje indicado, 4,5%, no constituye un objetivo suficiente ni final, sino apenas un 
peldaño a alcanzar -como se ha dicho- en el año 2009, de un aumento mayor que en el futuro volverá a situar 
dignamente al Uruguay en el conjunto latinoamericano y universal. 


Con relación al personal de alrededor de 50.000 docentes que atienden a una gama muy extensa de 
especialidades y niveles, queremos destacar que mientras los que actúan en Enseñanza Primaria disponen en 
su totalidad de título habilitante, un porcentaje todavía significativo de quienes ejercen en Enseñanza 
Secundaria y en Enseñanza Técnico Profesional carecen de él. A unos y a otros sabremos ofrecer 
oportunidades de mejoramiento, de acuerdo con los cambios que se van produciendo en la sociedad uruguaya 
y a los requerimientos progresivos del área en que actúan. En este marco hemos de desarrollar una política de 
formación docente que atienda a los requerimientos de todos los niveles y que particularmente ofrezca 
confianza y oportunidades a todos los docentes del sistema. 


La falta de titulación de buena parte de los docentes de Enseñanza Secundaria conspira contra la calidad de la 
educación. El problema fue detectado hace más de cincuenta años, pero persiste y es dramático en la 
enseñanza de las ciencias y sobre todo de las Matemáticas. En esa asignatura, sólo un 10% de los docentes 
son titulados y ni siquiera esta formación ha garantizado plenamente el éxito de la docencia. Universalizar la 
formación docente es, entonces, clave, buscando en primer lugar hacerlo con los docentes del interior del 
país, en segundo lugar, impulsando en particular las ciencias de la naturaleza y las Matemáticas y, en tercer 
lugar, insistiendo en la formación docente permanente mediante cursos de perfeccionamiento pedagógico y 
disciplinar. Es preocupante también la incoherencia entre la formación teórica que reciben los futuros 
educadores y las condiciones en que tienen lugar las etapas de práctica docente. Los centros de formación 
están en las ciudades, pero sus egresados inician su carrera en barrios pobres, en asentamientos muy 


carenciados o en solitarias zonas rurales. Es preciso, pues, que la formación inicial y las actividades de 
perfeccionamiento incluyan prácticas en condiciones más realistas, radicando a los practicantes durante 
lapsos razonables en las áreas donde presumiblemente se iniciarán como maestros o profesores. 


No podemos finalizar este capítulo sin evocar otro problema, el que plantean las relaciones entre la 
formación a cargo de ANEP de quienes habrán de actuar en los niveles preuniversitarios y la que diferentes 
universidades, empezando por la de la República, vienen ofreciendo en el sector de las ciencias de la 
educación. Sin entrar en detalles, la Universidad y la ANEP han de derribar las barreras que hoy existen entre 
sus respectivos centros de formación docente. Todos ellos actúan en el nivel terciario, todos están al servicio 
de los mismos niños y jóvenes, todos son sostenidos por el Presupuesto Nacional. La formación de posgrado 
de nuestros docentes titulados debe institucionalizarse. La fortaleza académica de la ANEP reside en la 
creatividad de su pensamiento pedagógico y sus investigaciones educativas; la fortaleza académica de la 
Universidad de la República reside en la profundidad de sus saberes disciplinarios. Coordinar esas fuerzas es 
una necesidad nacional. 


Para terminar, queremos extender algunos comentarios sobre la futura ley sobre educación. 


Vivimos una hora de cambios, con la convicción de que es unánime la voluntad de la sociedad uruguaya de 
darse una nueva ley rectora de su sistema educativo. Tal vez no convenga que el proceso de elaborarla en el 
que esta Comisión parlamentaria ha está cumpliendo y seguirá cumpliendo un destacadísimo papel sea 
identificado como una nueva reforma educativa. En la ANEP visualizamos la nueva ley como una 
herramienta indispensable e inaplazable para poder actualizar, racionalizar, reorganizar y mejorar el sistema 
educativo nacional. La oportunidad nos parece francamente favorable, no solamente porque no es 
conveniente prolongar la vigencia de la ley actual, a la que el legislador dio en su momento carácter de ley de 
emergencia, sino porque el país está experimentando en estos mismos momentos cambios fundamentales en 
otros órdenes y no sería atinado demorar por más tiempo la consecución de la necesaria coherencia entre la 
marcha de la sociedad y la marcha de la educación, marchas que deseamos sean convergentes. Concebimos 
que este anteproyecto de ley ha de ser el resultado de lo que denominamos un amplio debate nacional en el 
que la sociedad ha de ser la protagonista, no mediante un proceso masivo sino organizadamente compartido. 
Un debate que se situará en el centro de la agenda pública, sin desplazar ninguna de las otras prioridades que 
la sociedad ha confiado al Gobierno nacional. Un debate organizado pero no hegemonizado, orientado pero 
no manipulado, abierto pero no desordenado. Estimulado y coordinado por una comisión organizadora con 
funciones de promoción, coordinación, recepción, análisis y sistematización de las ideas resultantes de ese 
debate. En todo el país y en todos los niveles. Con participación de todos los componentes de la comunidad 
educativa, pero también de los diversos sectores sociales públicos y privados que a diversos títulos resultan 
actores del quehacer educativo. El conjunto sistematizado de los resultados del debate debería ser presentado 
por la comisión organizadora a una asamblea, foro o congreso nacional de educación que, concebido también 
sobre el principio de la más amplia participación, se pronunciaría sobre las propuestas y enunciaría las bases 
convenidas y a falta de acuerdo las bases alternativas para la redacción de un anteproyecto de ley a someter a 
los Poderes pertinentes. El calendario de este proceso podría ser en principio: constitución e inicio de 
actividades de la Comisión Organizadora el transcurso de este mes de junio, realización del evento: julio de 
2006; presentación del anteproyecto de ley, segundo semestre de 2006. El protagonismo del CODICEN, de la 
ANEP y el calendario del proceso de acciones vinculadas al anteproyecto de una futura ley de educación se 
suman a las siguientes obligaciones que tiene el organismo en este período: gestionar uno de los organismos 
más complejos; formular el proyecto de presupuesto y reglamentar la ley de Presupuesto. 


Consideramos que este proceso de debate educativo y la ley resultante constituyen recursos fundamentales 
para el sistema educativo, y volvemos a adelantar toda la disposición de la ANEP para dar el apoyo logístico 
que se considere necesario. 


Muchas gracias. 


SEÑOR BRUNO.- La exposición realizada por el Presidente del organismo demuestra que se está 
trabajando con seriedad en estos temas, lo cual nos alegra mucho. Notamos que muchos de los 
conceptos vertidos son totalmente compartidos por nosotros. 


Estamos tratando de encontrar el camino para la nueva ley y esto implica no solo escuchar a los técnicos y a 
la gente que está involucrada directamente con la educación, sino la opinión de la sociedad en su conjunto 


que, muchas veces, no encuentra el camino adecuado. Inclusive, nosotros, como legisladores nuevos, a veces 
no encontramos las palabras, pero las vivencias y la forma de analizar los hechos son importantes. 


Hay temas que nos preocupan algunos fueron mencionados por el Presidente y no queremos dejar de 
señalarlos porque son muy importantes. Cuando hablamos de educación no nos referimos a algo abstracto - 
más allá de los conceptos vertidos, a algo que no tiene relación con los habitantes de este país y, en este 
sentido, el sistema educativo debe tener claro que está formando personas y para qué lo hace. Por mi edad, 
me tocó vivir los coletazos de ser educado en un período difícil, en el que había temas que estaban vetados. 
El mosaico que es nuestra sociedad debe estar interpretado. 


Hoy, el sistema educativo está demasiado estructurado, sin relación como decía el Presidente, en el caso de la 
Universidad y de la ANEP, pero en esta última también se da la situación de que cada uno trata de ser 
eficiente en lo que le corresponde pero, muchas veces, sin mirar del otro lado del límite que debemos 
trabajar. Hay mucho para hacer; este es un tema cultural muy fuerte. 


Quienes nos visitan conocen en profundidad el tema de la educación; nosotros simplemente somos 
Representantes del pueblo, pero creemos que se ha educado a la población para ser buenos, eficientes, pero 
mandados, al fin. A la educación le está faltando esa dosis de innovación, de creatividad y de iniciativa, 
condimento que es muy importante en la formación de nuestros jóvenes. En sociedades más desarrolladas 
económicamente y, quizás, con más historia, la creatividad, la innovación, la autogestión del ciudadano es 
más grande. 


Nuestro país ha sido muy paternalista y trata de trasmitir al ciudadano esa forma de encarar las situaciones: 
"No te preocupes por los problemas, que los solucionen otros". Si no apuntamos a una sociedad de 
ciudadanos, damos vueltas y vueltas en otros temas que no tienen que ver con la educación pero terminamos 
siempre en lo mismo: que otros solucionan los problemas que yo no puedo solucionar o que yo en conjunto 
con otros no puedo arreglar, y terminamos en el paternalismo de siempre. Este concepto es importante pero 
es el gran desafío de la sociedad uruguaya en los próximos años. 


Por esto, comparto que los modelos deben ser dinámicos. Esto no quiere decir que lo que se organice hoy 
tendrá vigencia para toda la vida, sino que cuente con la dinámica suficiente para adaptarse a la realidad que 
vIVimos. 


Este ha sido uno de los grandes problemas de la educación, una educación que a la que le ha costado 
adaptarse a las nuevas tecnologías, al mundo en que vivimos. Poco a poco, por lo menos en la teoría, todos 
vamos sintonizando que esto es necesario. 


Me preocupa también lo digo con toda claridad el concepto de territorialidad en la educación. La realidad que 
viven los jóvenes de la capital no es la misma que la de los que viven en la capital de un departamento o en 
las zonas rurales. 


En Durazno, nuestro departamento, concurrimos a una reunión donde los padres nos dijeron que pensaban 
que estaba bien que sus hijos hicieran 5* y 6* año de liceo, pero que lo hacían porque no tenían otra cosa que 
hacer, para no estar desocupados. Esto demuestra la formalidad del sistema, que no da respuesta al ciudadano 
para insertarse en la sociedad como un ser productivo, cultural y socialmente apto. 


Quería trasmitir todas estas ideas que quizás estén un poco desordenadas, pero que en definitiva nos 
preocupan, y creemos que son importantes. 


Sinceramente, más allá de lo que se pueda decir a nivel de algunos agentes políticos, nos preocupa lo relativo 
a la historia. Comparto que el tema de la historia reciente debe ser tratado. Considero que debemos terminar 
con el hecho de ser una sociedad que guarda el polvillo debajo de la alfombra y que, para ser conscientes de 
lo que ha sucedido en el Uruguay y no repetir esas experiencias, debemos conocer la historia en profundidad. 


Las generaciones que siguen a la nuestra no conocen de primera mano cuál fue la realidad que vivieron 
nuestros padres y creo que es importante que se sepa. Sé que este tema, como el de la educación en valores o 
el de la educación sexual no son de fácil tratamiento. 


Estoy de acuerdo con que se debe ser muy cuidadosos y tratar de llevar a los docentes a un manejo muy 
escrupuloso de esto, pero también creo que no debemos esconder estos asuntos ni decir que no existen 
porque, en definitiva, estamos en una sociedad que esconde todo lo que parecería no ser bueno. 


Eso también es parte de la herencia que estas generaciones hemos recibido, cuando no podíamos hablar ni 
reunirnos para discutir problemas, quizás banales, pero que nos iban enseñando que la contraposición de 
ideas era buscar la luz para encontrar las soluciones. 


Simplemente, quería trasmitir este concepto personal y decir que lo podremos llevar adelante y aplicar en la 
medida en que aparezcan los recursos y sean bien utilizados. 


Como se ha dicho, estos organismos vinculados a Primaria y a Secundaria en cuanto a la construcción de 
centros educativos, en algunos aspectos han dado respuestas puntuales a una necesidad, pero no han estado 
acordes a lo general de un proceso planificado en cuanto al desarrollo de la infraestructura y de la educación 
en su globalidad. 


Asimismo, quisiera referirme al aspecto docente. 


Creemos que, indudablemente, todos somos hijos de nuestro entorno y a eso no escapa la problemática del 
docente que, en Educación Secundaria o Técnica, vive corriendo todo el día -lo mismo sucede en Primaria, 
aunque yo la veo con más estabilidad-, sin poder planificar muchas veces como quisiera sus horas docentes. 
Sin embargo, él es la herramienta o el brazo ejecutor de todo lo que nosotros podamos discutir. Por lo tanto, 
creo que si no le prestamos una especial atención, no vamos por buen camino. Sé que se trata tanto de un 
tema presupuestal, como de falta de docentes. 


En el interior, vemos docentes que van de una escuela a otra y, en definitiva, estamos desvistiendo un santo 
para vestir a otro. Además, existen problemas con el personal de servicio y se advierten tremendos esfuerzos 
por parte de las comisiones de fomento, sobre todo rurales, que realizan beneficios de todo tipo y color. Estos 
vecinos quizás tengan más necesidades en sus ingresos que los propios docentes, pero ponen su hombro para 
hacer un "raid", un baile o algún otro beneficio para poder pagar al personal de servicio o el teléfono. Esto 
nos preocupa mucho y, más allá de que los montos no son muy altos, uno ve esa gran capacidad de hacer de 
las comisiones de fomento, que son poco reconocidas, pero que tienen una relación directa con lo que sus 
hijos requieren en lo relativo a personal de servicio. 


Otro capítulo especial, sobre todo para los docentes del interior, es la formación permanente. 


Hemos estado reunidos con docentes que nos dicen que no pueden hacer cursos particulares porque salen 

$ 1.500, $ 1.700 o $ 2.000, en el mejor de los casos, y además de eso deben trasladarse a Montevideo, pagar 
hotel y alimentación. Uno comprende que no puedan hacerlo con los sueldos que ganan. Hay cosas que no 
debemos dejar de mencionar, que parecen chiquitas pero que en su conjunto no lo son, porque van bajando la 
calidad de la docencia de acuerdo con el lugar donde vivamos.Quizás la misma problemática la vivan los 
docentes de la capital. 


Creo que estas cosas no deben dejar de ser tenidas en cuenta porque hacen, con el correr de los años, a la 
calidad. Luego vienen las evaluaciones, como se mencionaba, que son lamentables en cuanto a la calidad de 
la educación de los alumnos que egresan. 


Simplemente, quería trasmitir que en esta Comisión estamos, por supuesto, para subrayar las cosas que no 
nos parecen bien, pero sobre todo para hacer un aporte a quienes tienen la responsabilidad de la enseñanza. 
En la medida en que la ley de educación sea buena, nos sentiremos satisfechos aunque, independientemente 
de ella, queremos aportar nuestro granito de arena cuando venga el Presupuesto y cuando haya que tratar 
temas puntuales que sé que se van a presentar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera solicitar a los señores Diputados que deseen hacer uso de la palabra 
que se anoten, para que luego los representantes del CODICEN puedan responder todas las preguntas. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- En primer lugar, quisiera dar la bienvenida a los integrantes del 
CODICEN, que tienen la amabilidad de visitarnos en el día de hoy. 


Como legisladores nuevos, responsables de la tarea en que estamos, creemos que esta charla recién comienza. 
En mi caso, por ejemplo, esto puede incidir en la educación de mis hijos, de amigos, de sobrinos, y es muy 
importante. 


Yo vengo de una escuela pública -como bien sabe el señor Florit, con quien hemos trabajado en zonas 
parecidas-, como la de Paso de la Arena, con muchas carencias y dificultades. Una escuela pública para la 
que, a pesar de no tener tantos años, parece que hubieran pasado siglos, por el deterioro que ha sufrido, 
porque vemos que van niños a comer y no a estudiar. 


Debido a las carencias de nuestros padres, a veces debíamos ir a maestras de apoyo; allí también iban niños 
de escuelas privadas y yo estaba en las mismas condiciones que esos alumnos que iban a escuelas privadas; 
inclusive a veces, nosotros ibamos adelante. 


Hoy puedo estar hablando con ustedes, aprendiendo, leyendo y sintiéndome parte de la formación de este 
país, quizás en las mismas condiciones intelectuales, porque provengo de la escuela pública de antes. 


Tal vez a uno, que ha tenido que mandar a sus hijos a la escuela privada le hubiese gustado mandarlos a la 
escuela pública. Pero vemos que la escuela pública y la privada cada vez se separan más. 


Desde nuestra experiencia personal y comprometida con la sociedad y con nuestros orígenes, que es a donde 
apuntamos, la responsabilidad se duplica. Por ejemplo, me movilizó muchísimo ver la violencia que están 
viviendo los estudiantes. Me refiero al episodio que se suscitó en el Liceo N* 24, en donde el jueves 
estuvieron a los tiros. Es el liceo de donde vengo. 


Obviamente, siento que esta conversación va a llevar mucho más que un día de leer rápidamente opiniones de 
los medios de comunicación que se han utilizado, de planteamientos con los docentes, con los maestros o con 
los estudiantes. 


No queremos una ley de educación según la visión de cada Gobierno de turno, sino sacada de la realidad y 
que pueda ser aplicable. Cuando veo números y lo que se va a invertir en la educación, pienso que por más 
que se dé siempre sería poco, porque quisiéramos que fuera mucho más. Sabemos cuál es la realidad que vive 
el país, las carencias y lo difícil que debe ser para los maestros en clases de cuarenta o sesenta alumnos ver 
un niño que va con la túnica y la moña bien arreglada, que viene de una familia de trabajadores y otro que va 
con un champión de un color y otro, de otro, sin moña, sin comer y con la cara y las manos sucias. Debe 
resultar difícil a la maestra poner al lado a dos chicos tan diferentes, porque no está preparada para esa 
realidad. En uno de los casos tenemos un chico que viene de una familia tipo y, en el otro, uno que quizás no 
viene de ninguna familia, sino de la calle, que va a la escuela a tomar la leche y a pasar un rato. No debe ser 
fácil hacer compartir la clase a esos niños. 


Siempre digo que debemos aplicar los esfuerzos de los técnicos a la vida real para que todo pueda salir mejor. 
Hoy estoy comprometida con esa realidad, aunque no sé mucho de los organismos que integran la educación, 
pero estoy aprendiendo con muchas ganas y dedicándoles horas a esto, hay muchas preguntas y creo que 
todos quienes nos sentimos comprometidos con este tema queremos sacar algo que sea bueno para los 
jóvenes, para los maestros, para los padres, para nuestros gurises, es decir, queremos tratar de hacer lo mejor 
y lo vamos a intentar. 


Quisiera preguntar qué pasó con el programa de educación en valores y si hay algo que lo va a sustituir. 


En estos días hemos estado trabajando en lo relativo a la laicidad. Obviamente, respeto este tema y me 
gustaría hablar de él, así como de los maestros comunitarios. Me gustaría saber qué son realmente y cómo se 
va a coordinar esto. 


Otro aspecto que me resulta importante es cómo va a coordinarse la educación, la salud y la Facultad de 
Psicología. Creo que las escuelas públicas deberían tener psicólogos trabajando en ellas. 


En este punto, quiero aclarar que hay dos tipos de escuela pública. No es lo mismo la que se encuentra 
ubicada en el medio del Prado, que la de Nuevo París, la de Paso de la Arena o la de Cerro Norte. No es lo 
mismo porque su población es diferente. 


Cuando mandamos a nuestro hijo a la escuela privada, allí está el psicólogo que nos avisa si tiene problemas 
para leer o de conducta. ¿Por qué no puede haber este tipo de apoyo en la escuela pública? Supongo que a 
nivel de la escuela pública existe esa idea de apoyo. Con respecto a la salud, algunos oculistas han 
manifestado que dos por tres detectan problemas visuales en niños de 10 y 11 años de edad, y he sabido como 
madre que hasta los 6 años es más fácil corregir este tipo de problemas. Obviamente, no es lo mismo hacer 
un estudio visual a un niño de 4 o 5 años, que hacerlo a uno de 6 o 7 años, que ya sabe reconocer las letras 


Desde mi punto de vista, creo que esto debería coordinarse con Salud Pública. 


Con respecto a la Facultad de Psicología, quisiera saber si tenemos pensado algo. Me preocupa mucho la 
educación sexual en las escuelas, porque a veces encontramos niñas de 11 años que ya son madres. Esto no es 
desconocido para nadie, y menos para quienes vivimos en una realidad vecinal -yo tengo muy cerca el barrio 
Sarandí- en la que hay niñas con este tipo de problemas. Conozco el caso de una niña de 11 años embarazada: 
la Directora de la escuela de Paso de la Arena hizo suyo este tema, y cuando llegó al final del asunto, la niña 
declaró que había sido un compañero de clase. Pero la realidad era otra. 


Creo que nosotros, como políticos, y los visitantes, como técnicos, debemos buscar pautas para mejor esto, y 
con respecto a la educación sexual entiendo que hay que dar herramientas a nuestros jóvenes. 


También debemos poner sobre la mesa el tema de la droga; tenemos que quitarnos el tabú, pues parece que 
acá no podemos hablar de sexualidad ni de drogas. Después de lo que he leído en la prensa de esta semana 
con relación al Liceo N* 24, creo que el medio de la violencia era la droga. Considero que debemos empezar 
a tener tiempo para hablar con los jóvenes y hacer talleres con la familia para hablar sobre las drogas, y 
aunque sé que a veces la familia es la que está más ausente, hay que tratar de vincularla de alguna manera. 


Siempre pongo como ejemplo el siguiente hecho. Cuando a mi hija por primera vez le iban a mostrar un 
video sobre sexualidad en un colegio privado, primero nos llamaron a todos los padres para que lo viéramos 
y para saber si lo aprobábamos. Solamente asistimos tres padres de una clase de más de treinta alumnos. Esto 
ocurrió en un colegio privado; no sé qué puede ocurrir en uno público. Quizá irían más padres. 


Los padres también somos responsables de lo que a nuestros hijos se les muestra y da; si nos invitan a un 
taller para trabajar sobre determinados temas y no vamos, quizás seamos en parte quienes estamos 
empujando a nuestros hijos hacia ciertos asuntos sobre los que después nos quejamos. 


Creo que la educación pública, principalmente en esas escuelas de contexto crítico, debe hacer más hincapié 
en estos temas. Todos vemos a niños de 10 u 11 años fumando, que comienzan sacándole un cigarrillo al 
padre, pero después quién sabe en qué terminan. 


La sexualidad, la droga y la violencia son temas que deberían estar en esta futura ley. Por supuesto que hay 
temas que son estrictamente para los técnicos -estoy haciendo un esfuerzo importante para ponerme al día en 
leer cosas que a muchos de los visitantes les ha llevado años-, pero en mi condición de ciudadana y de madre 
quiero aportar cosas que siento, y más cuando vivo a cuatro cuadras de la escuela de Paso de la Arena, zona 
por la que transité desde jardinera hasta 6” año, y me doy cuenta de que hoy se vive una realidad distinta a la 
que yo viví. 


Quería compartir mi preocupación, y es mi intención tender la mano, puentes y dar ideas, y compartir la 
experiencia que tengo. 


Quisiera saber qué coordinación tienen con el Ministerio de Desarrollo Social y con el INDA, porque no sé si 
el apoyo a algunos merenderos y escuelas públicas se hace a través de este instituto. 


Asimismo, me interesaría saber cómo se procederá en cuanto a la informática. Vemos que los chicos tienen 
mucha curiosidad al respecto pero, desgraciadamente, las escuelas tienen equipos muy viejos o no siquiera 
los tienen. Hay niños que pasan todo el día en los ciber cafés y ya saben manejar las computadoras, pero hay 
otros que no tienen la menor idea de cómo se prenden. Creo que estas también son herramientas de trabajo. 


Asimismo -como aquí se ha mencionado-, entiendo que a los jóvenes que terminan el Bachillerato hay que 
prepararlos de otra manera, porque a veces uno siente que hizo hasta 6* año de liceo y que no tiene más nada, 
que aún tiene que hacer Facultad o alguna especialización, porque no alcanza. Pregunto si no tendríamos que 


profundizar en otras cosas para que, al finalizar el Ciclo Básico o el Bachillerato, los chicos sientan que 
tienen alguna herramienta más a nivel laboral; tal vez pase por la informática o por algún tipo de taller. 


SEÑOR MAHÍA.- Voy a hacer algunas consideraciones muy puntuales, porque habla alguien que 
envía a sus dos hijos a la educación pública. En líneas generales concuerdo con todo lo que se manifestó 
de parte de los invitados, más allá de que puntualmente podamos tener algo que decir. 


De acuerdo con la presentación, se anuncian cambios importantes, y eso es muy importante como definición. 
Con respecto al MEMFOD y al MECAFEP se notan cambios importantes, sobre los que hay que dejar alguna 
constancia. 


Históricamente hemos tenido diferencias respecto a la aplicación de recursos y demás, pero sé que esto está 
implícitamente en la alocución de los integrantes del CODICEN; no hay reparos en cuanto a la ética y el 
desarrollo de quienes allí trabajaron, trabajan o han tenido responsabilidades, más allá de la crítica puntual 
que podamos hacer a algún liceo, escuela o dependencia de la Enseñanza Técnico Profesional con relación a 
ciertos aspectos o a la resolución de temas puntuales. 


Acá se está hablando de una reorganización de los recursos y de un reperfilamiento del gasto. Reitero que me 
parece importante dejarla como constancia. 


Otro aspecto importante es lo que se pretende alcanzar en inversión en la educación: el 4,5% del Producto 
Bruto Interno. En la intervención de los visitantes se dijo que era un peldaño, pero en realidad es flor de 
peldaño, porque si tenemos en cuenta el punto de donde partimos -si no recuerdo mal, el porcentaje es del 
2,9%- y si al final de este Período de Gobierno se llega al 4,5%, lo cierto es que estaríamos dando un salto 
cualitativo muy importante. La asignación y la utilización de los recursos tiene que ver directamente con los 
integrantes de la ANEP. 


Por otra parte, si se puede me gustaría profundizar en dos aspectos puntuales. Uno de ellos tiene que ver con 
la formación docente. Hoy tenemos una disparidad muy importante y, por suerte, una distribución territorial 
también importante, que permite tener formación terciaria en el interior del país, con la necesidad de cambiar 
y de actualizar desde el punto de vista pedagógico la formación docente. Por lo tanto, me gustaría saber 
cuáles son los pasos previstos al respecto. 


El otro aspecto refiere a la educación sexual; creemos que es un tema muy importante, y lo venimos 
planteando desde hace diez años. La referencia más profunda y seria que recuerdo se dio en la 
Administración comprendida entre los años 1990 y 1995, en la que hubo algún tipo de experiencia en ese 
sentido; en las dos últimas Administraciones, a mi juicio, han dejado el tema por el camino. La realidad ha 
pasado constantemente ante nuestros ojos y hasta ahora no se ha hecho nada. Este es un punto en el que 
necesariamente se debe profundizar. 


Respecto al planteamiento de educación en valores, lo que ha habido hasta ahora fueron libros, manuales y 
no mucho más. La Administración anterior habló mucho de ello, pero su aplicación real en educación 
primaria y secundaria no se desarrolló; esta iniciativa fue más mediática que real. Es más, personalmente 
estoy convencido de que la educación pública uruguaya está cargada de valores que hacen al sistema 
democrático nacional. 


Por lo tanto, nada en este mundo es perfecto y todo se puede mejorar, pero en sí mismo, por definición, la 
educación pública uruguaya ha tenido valores profundamente republicanos y democráticos, que han hecho a 
la construcción de la nación. Quizá es una línea que se pretende profundizar o desarrollar. Además, todo esto 
tuvo que ver originalmente con un comentario del ex Presidente Batlle -yo lo tuve en cuenta- respecto a que 
se podía ser de Nacional, de Peñarol, de Wanderers, y terminó con la religión y se derivó a otra cosa. 


Está muy bien el planteamiento respecto a la droga y demás, pero creo que son naturales coordinaciones que 
tiene la educación pública con los organismos. Personalmente, creo que el peor flagelo no es la droga sino el 
alcohol, por la aceptación social que tiene entre nuestros jóvenes y en la sociedad en su conjunto. 


También sería bueno profundizar en los planes previstos para la educación de adultos, si es que se puede; de 
lo contrario, lo dejaremos para otra ocasión. 


Finalmente, en anteriores reuniones de esta Comisión la delegación de FENAPES planteó una serie de 
críticas a la Administración actual. Nosotros, como Comisión, enviamos la versión taquigráfica a las 
autoridades del CODICEN y creo que sería bueno, si es los hay, realizar algún comentario en forma genérica 
al respecto. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- A diferencia de varios, he tenido que leer mucho de historia -para algunos ha sido 
una parte vivida- y, precisamente, en el día de ayer estuve intentando leer algunos escritos de Zelmar 
Michelini. En tal sentido, en 1972 ya planteaba la discusión sobre la ley de educación, la importancia 
de que los actores vinculados a la educación pudieran participar en el proceso de debate -obviamente, 
en aquel momento no participaron-, y que desde 1965 la UNESCO mostraba el mismo interés. Para mí 
es importantísimo poder participar como Diputado, como ciudadano y como estudiante -todavía no me 
recibí- del proceso de debate de una futura ley de educación. 


Voy a hacer dos o tres preguntas sobre la futura ley, y otras interrogantes que no pretendo que se respondan 
ahora, porque pueden quedar para otra instancia o para ser contestadas por escrito. 


Quiero señalar que en estos momentos se viven cosas raras -no va dirigido a nadie en particular-, que hay una 
suerte de desmemoria del país. Hay ciertas actitudes que considero que no hacen bien. Una de ellas es creer 
que todo empezó ahora y otra es creer que antes no sucedió nada. 


Creo que hoy tienen un trabajo fundamental, importantísimo y arduo, producto de lo que se ha hecho hasta 
ahora, por lo cual varias de las preguntas que voy a formular no tienen que ver con las resoluciones tomadas, 
sino conque la sociedad vaya conociendo cosas que han sucedido hasta ahora. 


En primer lugar, quisiera saber cuál va a ser la integración de la comisión que organizará o centralizará la 
información que va a procesar el debate sobre la futura ley, y si se ha tenido en cuenta de dónde podrían 
provenir los fondos necesarios para que ese debate sea real, para que los diferentes actores tengan los medios 
para llevarlo adelante y para que llegue a todos lados. 


Sobre el cronograma ya se ha hablado, pero quisiera saber si se ha hilado más fino en cuanto a cómo se va a 
procesar y dónde. Digo esto porque el 16 de mayo -creo que todos lo saben, porque estuvieron presentes- la 
Comisión de la Cámara de Representantes hizo un lanzamiento público del proceso de discusión. Ese día 
hubo varios exponentes que hablaron de la forma en que se iba a procesar el debate. Sería bueno ir integrando 
esas diferentes ideas para poder comenzar este mes -a eso aspira el CODICEN- el proceso del debate. Había 
unas pequeñas diferencias, y creo que sería importante ir coordinándolas desde ahora. 


Un colega mencionaba el tema de la territorialidad. Es verdad; hay que tener cuidado. Hay que ver lo que es 
la ley federal de educación argentina sobre el tema de la territorialidad, en la que los sectores más pobres 
tienen la educación más pobre. Creo que es un tema importante a discutir desde todo punto de vista. 


Asimismo, quisiera saber si en el 4,5% al que se aspira para el año 2009 -ojalá se llegue- también se tiene en 
cuenta la inversión privada en educación. 


Quisiera hacer otras preguntas que no pretendo que se respondan ahora, pero me gustaría poder contar con la 
información a futuro. 


¿Cuáles son las medidas que se piensan instrumentar para lograr que a igual tarea haya igual remuneración en 
la estructura de toda la ANEP? ¿Cuál va a ser el destino -si es que lo tienen fijado- de los fondos ociosos, 
producto de la terminal de contenedores? ¿Cuál es el fundamento de la contratación de la asesoría jurídica de 
Garante y Martins, ya que el CODICEN tiene Asesoría Letrada y División Jurídica y Notarial? Y, por último, 
¿cuáles son los procedimientos aplicables a la materia de las herencias yacentes? ¿Ya están claros? ¿Se puede 
ahondar un poco más en el tema? 


SEÑOR ORTUÑO.- Quiero sumarme al agradecimiento por la visita de los integrantes del CODICEN, 
por lo que ellos representan institucionalmente, y también por lo que son como personas, por su 
calidad como profesionales y como gente comprometida con la enseñanza de larga data. 


Como comentario inicial, me gustaría expresar el respaldo y la voluntad de quienes integramos esta Comisión 
-y diría de todo el Parlamento- de trabajar en colaboración permanente, porque la tarea que tienen bajo su 
responsabilidad obviamente es muy importante. 


Creo que este primer intercambio de ideas que hemos hecho demuestra la amplitud de expectativas que la 
sociedad tiene puesta en el sistema educativo y en la educación, que no son nuevas. Muchas veces, como 
docentes -asumiendo las responsabilidades que tenemos quienes estamos en la enseñanza- también hemos 
planteado que no se le puede pedir a la educación todo, pero sin duda tiene una responsabilidad importante. 
Como bien decía el señor Yarzábal en su intervención inicial, hay un nuevo tiempo, hay muchas expectativas 
y un momento histórico que es particularmente propicio para generar un salto hacia adelante en materia 
educativa en nuestro país, que es francamente necesario. 


Quería hacer algunas preguntas concretas, tratando de eludir la tentación -que uno tiene al enfrentarse en un 
primer encuentro con las autoridades de la enseñanza- de abarcar el conjunto de las temáticas generales y 
puntuales que están relacionadas con los temas de la educación. Como bien han señalado otros señores 
Diputados, vamos a tener oportunidad de ir abarcando los temas por áreas. 


Sin duda, de la intervención del señor Yarzábal -que ha sido muy profunda- surgen elementos de orientación 
general de la educación, que en lo personal comparto. Pero insisto: podría dar pie a un intercambio sobre 
aspectos y fines generales de la educación, que me parece que no es el momento de abarcar. No obstante, las 
tres o cuatro preguntas puntuales que voy a realizar las voy a hacer con relación a lo que creo que son 
algunos grandes objetivos o desafíos que tiene planteada la enseñanza en nuestro país. 


Creo que todos coincidimos -por lo menos nosotros somos muy fervientes partidarios- en que hay un objetivo 
central de la enseñanza, que es el desarrollo humano de las personas, el desarrollo integral de los educandos. 
Pienso que debemos reivindicar y volver a poner sobre la mesa al ser humano como centro de la 
preocupación de la enseñanza, la educación como derecho, la educación con relación al ejercicio de la 
ciudadanía como pilar del sistema democrático, pero creo que a ninguno de nosotros escapa que el sistema 
educativo juega o debería jugar un rol importante en lo que aspiramos a que sea uno de los logros de este 
Período de Gobierno o de esta nueva etapa en la historia del país, que es el desarrollo económico del 
Uruguay. 


En ese sentido, creo que el sistema educativo debe jugar un rol importante. 


Pensando en la importancia de todo lo que tiene que ver con las políticas de innovación, el desarrollo 
científico y tecnológico y la capacidad de innovación en general que debe adquirir y desarrollar nuestro país, 
quisiera saber si se podría especificar un poco más un lineamiento que se planteó -y que compartimos-, que 
es la nueva orientación de la educación técnica -que yo interpreto de la intervención general que hacía el 
señor Yarzábal- que se espera desarrollar en el país. Creo que, efectivamente, es uno de los principales 
desafíos que tiene planteado nuestro sistema educativo: dar un impulso a la innovación y a las enseñanzas 
técnicas, de modo de colocar desde aquí también un aporte para el desarrollo del país. 


En segundo lugar, habiendo dicho lo que para nosotros son los objetivos centrales de la enseñanza, también 
debemos acordar que el sistema educativo no puede ser ajeno a la situación social que tiene el país, a las 
situaciones de exclusión social que vivimos, a la emergencia -creo que ha sido bien calificada como urgencia 
social- que atraviesa nuestra sociedad. En ese sentido, quería saber si podrían especificar por lo menos 
algunos lineamientos generales acerca de la apoyatura o la coordinación del sistema de enseñanza pública a 
las acciones de emergencia social que se están desarrollando por parte del Gobierno con relación al PANES. 


En la medida en que se hizo referencia a algo muy importante, como la incorporación de los maestros 
comunitarios, quisiéramos tener algún detalle más de cómo se está articulando esa larga aspiración de que 
finalmente la escuela y la enseñanza secundaria puedan estar atendiendo esas realidades sociales tan duras 
que está atravesando gran parte de la población. 


Hay otro aspecto, que creo que es un desafío general y que me lleva a la tercera pregunta. Me refiero al 
fortalecimiento del desarrollo de la identidad nacional, en estos tiempos en que aparecen desafíos desde 
afuera. Vivimos un cambio de época muy notorio en el mundo contemporáneo. Creo que la globalización y 
otros fenómenos -que no es del caso describir aquí, porque todos los conocemos- interpelan o desafían al 
desarrollo de las identidades nacionales. En ese sentido, creo que tanto lo que tiene que ver con el 


relacionamiento del país, de los uruguayos, de nuestra sociedad y de nuestra cultura con el mundo, con la 
región -que, obviamente, están mucho más presentes que en el pasado en nuestra cotidianeidad-, plantean allí 
un desafío e, internamente, está planteada la necesidad -por lo menos yo estoy convencido de esto- de una 
reformulación de la identidad nacional, enclave mucho más democrático, enclave mucho más plural, de lo 
que hasta ahora ha sido nuestra construcción nacional. 


Entonces, la preocupación concreta tiene que ver con la revisión curricular, que creo y estimo que es 
absolutamente necesaria. A uno, obviamente, le interesan estos temas desde lo que ha sido la vocación 
profesional y a lo que uno se ha dedicado. Pero compartiendo lo que se anunciaba como desafío en el 
capítulo de la revisión curricular, es decir, la incorporación de ese gran ausente, que es la historia reciente de 
nuestro país -que celebro y que me parece absolutamente necesaria-, quería preguntar si en esa incorporación 
de ausentes en nuestros programas y de nuestros currículos, las nuevas autoridades tienen planteada la 
incorporación de un enfoque más diverso que incluya el tema de la diversidad y de la multiculturalidad como 
fenómeno fuerte del mundo actual. 


A mí, como docente de Historia, siempre me preocupó la ausencia total de la atención, por ejemplo, del 
conocimiento de otras culturas, de otros continentes. Tenemos una carencia muy fuerte de historia americana, 
de historia de nuestros vecinos -ahora que estamos en tiempos de integración regional-, de conocimiento de 
otras culturas. Más allá de la cultura occidental, continentes como África, Asia y la propia América son 
grandes ausentes en nuestros programas, en nuestra estructura curricular. Me interesaría saber si está 
planteado un desafío de incorporar a la currícula estos nuevos tiempos que vive el mundo, la valoración de la 
diversidad cultural, del diálogo y del intercambio respetuoso a partir del conocimiento entre distintos pueblos 
y con distintas historias y culturas. Eso nos parece fundamental. 


En lo que tiene que ver con la construcción interna -esto tiene que ver con la educación en valores, que es un 
tema polémico pero que me parece que tiene que estar incluido en la agenda- quisiera saber si tienen pensado 
la incorporación de otra gran ausencia en nuestra estructura curricular, que es el estudio de los aportes 
plurales que han realizado al desarrollo de la identidad nacional la presencia de los pueblos indígenas y de la 
población afrouruguaya en el Uruguay y si hay políticas que tiendan a encarar antivalores como la 
discriminación racial, la discriminación por género o elementos que hacen hoy a la agenda contemporánea de 
la discusión sobre los desafíos de los sistemas educativos y de la formación de los ciudadanos. Estas son las 
preguntas que tienen que ver con el papel que asignan las nuevas autoridades a la Enseñanza Técnica. En 
cuanto a si hay programas de fortalecimiento, hemos tenido noticias en los medios de comunicación, en el 
sentido de que se abren nuevas carreras, nuevos horizontes, y me gustaría que todo esto se explique en primer 
lugar. 


En segundo término, queremos conocer las políticas de atención social relacionadas con el Plan de 
Emergencia y, en tercer lugar, si en la revisión curricular está previsto, como desafío, incorporar una clave 
que tenga en cuenta la diversidad cultural, social, racial, étnica y de género como un elemento a desarrollar 
en nuestros programas, en particular en los de Historia, puesto que en nuestra enseñanza el aporte de la 
población negra prácticamente no ha existido. 


En el conjunto del sistema educativo ciframos gran parte de nuestras esperanzas de erradicar reflejos 
culturales muy dolorosos como la discriminación racial que pueden combatirse desde el sistema educativo si 
hay decisión de enseñar estos temas y de encararlos profesionalmente, para lograr un cambio en la 
construcción que hemos tenido de nuestra propia identidad. 


SEÑORA GAUTHIER.- Estoy gratamente sorprendida por todo lo que notamos que han trabajado 
quienes nos visitan. Creo que esto está en absoluta sintonía con la mayoría de las grandes líneas que se 
ha trazado este país. 


Voy a plantear algo menor pero que no deja de ser importante. Se habló de las líneas rectoras de la educación 
y se dijo que la enseñanza ha sido gratuita, pero que ha tenido sus debes, y yo quiero hablar de un debe que 
es casi un talón de Aquiles, fundamentalmente, en el interior del país. Me refiero concretamente al transporte. 
Quisiera que este aspecto sea tenido en cuenta a la hora de hablar de enseñanza gratuita, porque la mayoría de 
los padres que sí quieren incluir a sus hijos en todos los ámbitos educativos, muchas veces, a uno de los 
dramas más serios que se ven enfrentados es al del transporte. No se trata solo de un problema de dinero, sino 
del mal estado en que se encuentran los caminos. A veces, se tiene el dinero pero no se consigue el vehículo 


acorde al lugar, que sirva para trasladar a los chiquilines a los lugares en los que puedan participar de la vida 
educativa. 


Muchas gracias. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- La semana pasada recibimos al CERP. Al leer la versión taquigráfica de 
esa reunión, en virtud de inquietudes que ellos plantearon, me surgió la duda con respecto a cómo se va 
enfocar la formación docente en el interior del país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Personalmente, no voy a expresar muchos conceptos ni a hacer preguntas, 
porque me siento plenamente representado por quienes me precedieron en el uso de la palabra. 


Simplemente, quiero remarcar y felicitar al CODICEN por la idea de incluir la historia contemporánea en los 
programas en que no fueron contemplados. Muchas veces no se hizo por temor a una visión parcializada de 
los hechos, y otras, por el sencillo objetivo de que no se conociese. Cuando una parte de la historia, y muy 
significativa como la contemporánea, no se incluye en los programas, más allá de los objetivos, se está 
violentando la laicidad, porque la ignorancia camina en sentido contrario al desarrollo pleno de la laicidad. 


Voy a formular dos preguntas. Por un lado, quisiera saber qué política se va a aplicar con respecto a los 
auxiliares de servicio y, por otro, cómo se procederá con relación a la cuota mutual. 


SEÑOR YARZÁBAL.- En el transcurso de la elaboración y presentación de los comentarios y 
preguntas de las señoras Diputadas y de los señores Diputados, tuve la impresión de que se pueden ir 
conformando una serie de grupos temáticos que pueden ser respondidos analizándolos en forma 
conjunta, y teniendo en cuenta que el CODICEN es un órgano que trabaja en equipo y que hace una 
distribución de áreas de concentración temática para que los integrantes podamos desarrollar al 
máximo nuestra capacidad de gestión, pediría al Presidente de la Comisión que autorice una 
presentación organizada de la siguiente manera. 


Hay aspectos que tienen que ver con el nivel de educación primaria y de proyección social, acerca de los 
cuales propongo que exponga el Consejero Florit. Se hicieron preguntas relacionadas con la evolución de los 
proyectos financiados con fondos internacionales, que propongo los presente la Consejera D'Elía. Además, 
hay un conjunto de interrogantes e inquietudes vinculadas a la formación docente y con la incorporación de 
temas emergentes o subyacentes que salen ahora a la consideración, que sugiero sean presentados por el 
profesor Barrán. Por último, habría un grupo de preguntas y consideraciones sobre el proceso de elaboración 
del proyecto de ley sobre educación y sobre la formación terciaria, acerca de los cuales yo respondería al 
final. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a dar la palabra en ese orden. 


SEÑOR FLORIT.- Quiero señalar la satisfacción de estar en esta Comisión y lo cómodo que me siento 
en ella, por la sensibilidad y por la franqueza que percibo en cada una de las intervenciones. 


Es bueno señalar que esta política de explicitación de objetivos y de rendición de cuentas de lo actuado en 
estos ochenta días tiene este ámbito, como anoche tuvo el de doscientos cincuenta maestros en la Asamblea 
Técnico Docente de Primaria, donde realizamos un intercambio similar, basado en una relación muy franca y 
directa, recreando un clima de encuentro, de ideas, inclusive, de objeciones, pero marcando un estilo 
fuertemente constructivo y propositivo. 


Señalo esto porque a quienes estamos empezando en esta tarea de Gobierno, advertir que el organismo de 
contralor parlamentario tiene esta actitud, nos hace sentir al menos en lo personal mucho más confiados en la 
tarea. 


Se plantearon algunos asuntos. El primero estaba vinculado a la territorialidad y había una precisión del 
Diputado Álvarez en cuanto a los diversos procesos que se vivieron en América Latina sobre la asignación 
presupuestal que él conoce, seguramente, con mucha precisión, la municipalización, los "vouchers" y las 
diversas formas de trasladar la responsabilidad del financiamiento a las unidades territoriales o a las escuelas. 


Creo que este no fue el alcance de la pregunta del Diputado Bruno pero, en todo caso, conviene decir que lo 
señalado en el documento del CODICEN plantea la posibilidad de que algún tipo de gestión, ajuste o 
iniciativa desde el punto de vista de la educación escolar pueda descansar en las Comisiones Departamentales 
de Educación organismo que ya tiene funcionamiento reglamentario, en las Comisiones de Edificación 
Escolar que también tienen funcionamiento regular y que son formas de optimizar y contextualizar los 
recursos que ya tiene el sistema que como dice el mencionado informe del CODICEN es fuertemente 
centralizado pero que tiene esos organismos que habilitan la reasignación transversal de los recursos. No hay 
ninguna intención en esta Administración de desconcentrar o de transferir a unidades menores los recursos 
financieros que obviamente forman parte de la asignación presupuestal del ente. 


Se planteó varias veces los alcances de la función de los maestros comunitarios. Esta iniciativa forma parte 
del programa INFAMILIA, que operaba en la órbita de la Presidencia de la República hasta marzo de este 
año, momento en que se transfiere al Ministerio de Desarrollo Social. Ese programa tenía entre sus 
componentes una línea de acción relacionada a estrategias para mejorar la relación entre la escuela, la 
comunidad y la familia. En el año 2004 toma como iniciativa un llamado público a organizaciones no 
gubernamentales para cumplir la acción de alfabetización de niños y padres en el hogar. Este llamado público 
es ganado por "El Abrojo" y la nota de no objeción se remite al Banco Interamericano de Desarrollo el 17 de 
setiembre de 2004. En consecuencia, se asignaba a "El Abrojo" la realización de estas actividades, que 
representaba acercarse a los hogares, alfabetizar a las madres, reinsertar en la escuela a los niños desertores o 
que estaban fuera del sistema educativo y desarrollar una tarea de vínculo entre estas familias y la escuela. 
Esta modalidad de intervención, a partir de una ONG que tenía experiencia en la actividad ganó un premio de 
la UNESCO mereció algunas reservas por parte de la Federación Uruguaya de Magisterio, del Consejo de 
Educación Primaria, de las Asambleas Técnico Docentes, en el entendido de que la intervención de un agente 
que no fuera maestro de la propia escuela pública, formulando el puente entre las familias y la escuela 
pública, se interpretaba, o lo interpretábamos comparto absolutamente esta idea como una gestión externa 
donde el maestro comunitario de esta ONG llevaba al niño hasta la puerta de la escuela y, después, había un 
maestro de escuela pública que tenía que reincorporarlo a la escuela. Eso generaba la ruptura de la 
intervención educativa: hasta la puerta de la escuela y quién a partir de allí se tenía que hacer cargo de la 
reinserción educativa de este joven, muchas veces niños con extra edad, con dificultades, etcétera. 


Todo esto nos llevó a plantear, desde el año pasado, en nuestro carácter de maestros directores de escuelas de 
contexto crítico, que la intervención se debía hacer desde la escuela, con maestros de la propia escuela que en 
el contraturno, en el horario en que no tienen el cargo efectivo, pudieran tener un complemento horario y 
salarial para realizar esa actividad que era ir a los hogares, traer con él al niño y reincorporarlo al sistema. 


Quiero enfatizar en esto porque es un cambio de actitud de la educación uruguaya. La escuela uruguaya se 
instaló desde la visión vareliana con su ubicación espacial y su rol de socialización secundaria civilizadora de 
los hijos de inmigrantes. Los esperaba en la puerta y en 6” año los incorporaba a la sociedad. Hoy no alcanza 
con eso porque no llegan a la puerta. 


Entonces, después de ciento treinta años de la reforma vareliana de la educación estamos cambiando la 
actitud. Estamos yendo a buscar a los guetos de pobreza, exclusión, marginalidad, a estos niños que se nos 
desenganchan del sistema. Lo digo con toda la carga emotiva que he reconocido en algunas de las 
intervenciones anteriores, porque se trata de los niños que están, efectivamente, en los semáforos y fuera de 
la educación. 


Para nosotros, este es un proyecto muy caro; hacemos una enorme apuesta. Lo venimos trabajando desde que 
empezó el proyecto INFAMILIA en el año 2003 y quisiéramos contar con todo el apoyo de esta Comisión 
para que efectivamente se pueda implementar. 


Inicialmente, hay un financiamiento para cuatrocientos maestros; a través de UNICEF habría un aporte no 
reintegrable para financiar cuarenta y cinco maestros más. Estamos pensando en iniciar la actividad de 
capacitación en no más de treinta días. Pensamos que tiene que ser un efecto en cascada, gradual, porque no 
existiría la capacidad para formar simultáneamente a una cantidad tan grande de maestros. Estamos contando 
con una Comisión integrada por INFAMILIA, el Ministerio de Desarrollo Social, la UNICEF, el Consejo de 
Educación Primaria; técnicos muy calificados de estas instituciones están definiendo el perfil de selección de 
estos maestros. 


El Consejo de Educación Primaria propone que el criterio de selección sea el que caracteriza a los maestros 
secretarios con algunos señalamientos, tales como ser maestro de primer grado, tener experiencia, buen 
vínculo con la comunidad, etcétera, y que el maestro Director, en acuerdo con el maestro Inspector pueda 
seleccionar entre los postulantes. Estamos procurando apegarnos en la forma más estricta posible a la 
normativa regular que tiene Primaria para una innovación que será evaluada a fin de año, no solamente como 
parte de la exigencia del BID y de UNICEF sino como parte de la voluntad de la Administración para saber si 
esta apuesta a una nueva forma de relacionamiento tiene el éxito esperado. 


Los recursos están previstos para el año 2005-2006; seguramente en la Ley de Presupuesto se deberá proveer 
una incorporación a partir del año 2007. Los documentos y el perfil quedan a disposición de la Comisión. 


En lo que tiene que ver con el transporte, hay recursos específicos para el transporte escolar que 
habitualmente son insuficientes y que requieren un refuerzo en el segundo semestre del año, porque la 
previsión presupuestal no alcanza. Hoy estamos teniendo dificultades porque hay empresas que no están 
cumpliendo adecuadamente sus fines; nos consta que hay un problema en el departamento de Colonia. 


En cuanto a los apoyos de psicólogos y otros técnicos en las instituciones, podemos decir que fue uno de los 
programas de MECAEP que han sido institucionalizados en la Dirección General del Consejo de Educación 
Primaria; hay veintiséis pasantes, psicólogos y asistentes sociales, que es gente vinculada a la Facultad de 
Psicología y de Ciencias Sociales y estamos tratando de extender, no solamente a las escuelas de tiempo 
completo, sino a las escuelas de contexto sociocultural crítico, un apoyo técnico de equipos 
multidisciplinarios para abordar este nuevo rol que en la emergencia social va a cumplir, sin lugar a dudas, la 
escuela, previendo además, que es factible que una cantidad significativa de desertores se reincorporen al 
sistema y que se debe contar con grupos técnicos que puedan apoyar esta tarea. 


Me parece importante señalar que en lo que hace a la capacitación, el sábado pasado comenzamos una 
experiencia de formación disciplinar en lenguas, ciencias sociales, ciencias naturales y matemática en varios 
departamentos del país, que forma parte de las actividades del proyecto MECAFEP, que han sido reorientadas. 
Estas actividades están atendiendo hoy a quinientos noventa y cinco maestros de Rivera, Canelones, 
Montevideo, Florida, Paysandú y Lavalleja y que eso complementa otras actividades de capacitación que 
también son descentralizadas y que cubren los departamentos de Paysandú, Colonia, Lavalleja y Canelones, a 
través del Curso I de tiempo completo, que incorpora esta nueva modalidad educativa. En total, tenemos en 
esta modalidad, que es la tradicional, financiada por el proyecto MECAFEP, 813 docentes. Es decir que se 
trata del 71% del total de los maestros que trabajan en escuelas de tiempo completo. 


Hay otras actividades programadas, conjuntamente con el Ministerio de Desarrollo Social. Me refiero, 
fundamentalmente al refuerzo en lo que hace a la alimentación escolar y a coordinaciones con relación a la 
educación media que, de ser atendida efectivamente, supone un desafío tanto desde el punto de vista de la 
organización como de los recursos y de la infraestructura. 


En nota remitida el 25 de mayo de 2005, el CODICEN solicita a la señora Ministra de Desarrollo Social su 
cooperación en el mantenimiento o expansión de la planta física de las escuelas ubicadas en contextos 
socioculturales más críticos. 


Se había planteado una pregunta acerca de las iniciativas posibles de desarrollar con el dinero remanente de 
la playa de contenedores. Aquí hay una modificación al convenio inicial suscrito por el CODICEN y el 
Ministerio de Desarrollo Social, que permite que aquellas obras que en la contratación se hubiesen demorado, 
ya sea por lentitud en el proyecto o porque efectivamente no se hicieron los procedimientos que facilitan la 
licitación, vuelvan a la órbita de la División Arquitectura del CODICEN, para poder tener un trámite más 
ágil, en tanto existan recursos técnicos que habiliten ese procedimiento. 


Falta cumplir el 30% del listado de obras que fue presentado al Parlamento en la Administración anterior; se 
cumplió el 70%. Sin embargo, lo que queda por cumplir son las obras más caras. Hubo muchas reparaciones 
menores y algunas ampliaciones, pero prácticamente no hay obras nuevas. 


SEÑOR MAHÍA.- Voy a referirme a la inquietud del señor Diputado Álvarez. En cuanto al porcentaje 
del monto que originalmente si no recuerdo mal era de US$ 17:000.000, quisiera saber a cuánto 


asciende actualmente, teniendo en cuenta que lo que no se hizo fueron las obras de mayor costo 
previsto. 


SEÑOR FLORIT.- Es importante dar ese dato con absoluta precisión, porque el 30% son las obras 
grandes: las escuelas del barrio de la señora Diputada Etcheverry o de las cercanías, de Santa 
Catalina, de Tacuarembó, de Rivera, etcétera. Los tenemos ubicados, ya que son obras que hace mucho 
tiempo estamos reclamando vecinos y maestros de esas zonas. Prometemos enviar el monto total a la 
brevedad a la Presidencia de la Comisión. 


Además, queremos aclarar que los depósitos reprogramados de esos US$ 17:000.000 han generado 

US$ 1:000.000 adicionales por concepto de intereses, que son los que se prorratearon en los diecinueve 
departamentos, según la matrícula, a través de una nueva modalidad, que es el convenio con las comisiones 
departamentales de edificación y no con cada escuelita. Esto se hizo a fin de agilitar los procedimientos, 
pensando que los arquitectos residentes que tiene la ANEP en cada una de las comisiones departamentales 
van a ser la contraparte y la garantía de que esa obra se va a desarrollar con mayor prontitud. Inclusive, se 
posibilita un ajuste y una priorización de las obras en el seno de la propia comisión departamental de 
edificación. 


SEÑORA D'ELÍA.- Quiero agradecer a la Comisión por habernos dado la oportunidad de conocer las 
inquietudes de las señoras Diputadas y de los señores Diputados y ponerlos al tanto de cuáles han sido 
nuestras primeras medidas y con qué criterio las hemos tomado. 


Uno de los planteos que se ha reiterado tiene que ver con los dos proyectos de financiamiento internacional: 
MEMFOD y MECAEFP. Inclusive, cuando concurrió a este ámbito la Federación Nacional de Profesores, 


planteó según consta en la versión taquigráfica la necesidad de desmantelar estos programas, lo que el 
CODICEN no ha llevado a cabo. 


¿Qué criterios manejamos a la hora de evaluar y de considerar la estructura de estos programas y la 
permanencia o no de todos o algunos de los componentes que los integran? Decía el señor Presidente de la 
Administración Nacional de Educación Pública en el informe que nos representa a todos, que estos dos 
programas han constituido organismos paralelos de gobierno, enclaves en el sistema, que tanto por su diseño 
y la forma de implementación varias veces inconsulta han generado gran resistencia a nivel de los cuerpos 
docentes. Existe abundante material, tanto de las organizaciones sindicales como de las ATD, en cuanto a su 
evaluación. A la hora de tener que tomar decisiones sobre estos programas, manejamos varios criterios y 
muchos documentos de evaluación. En lo que tiene que ver con estos últimos, dispusimos de un informe 
elaborado a nuestra solicitud por la Universidad de la República, que tenía que ver con el área de gestión y de 
infraestructura, que fue realizado en un tiempo muy acotado, porque los integrantes del equipo dispusieron 
solo de un mes para hacerlo. Nos manejamos también con los informes de las ATD y con los emanados de los 
coordinadores de los programas, así como con nuestras propias evaluaciones y las efectuadas por asesores 
nacionales con financiamiento del Banco Interamericano de Desarrollo. Es decir que había un paquete 
bastante amplio de valoraciones con relación a ambos programas. Nosotros, después de intercambiar 
opiniones, definimos como criterio propender a la institucionalización progresiva de estos programas, al 
entender que no es buena cosa no lo ha sido durante estos últimos años que haya modelos de conducción y de 
gestión paralelos, que actúan con la respectiva autonomía de los Consejos Desconcentrados o del Consejo 
Directivo Central. 


Asimismo, definimos el redimensionamiento de estos programas o de alguno de sus componentes, según los 
casos, en el marco de las nuevas políticas educativas que este CODICEN va definiendo, entendiendo que 
estos programas bajo ningún concepto pueden ser otra cosa que instrumentos al servicio de esas políticas 
educativas, no fines en sí mismos, sino sujetos a coordinación y con todos los aportes que sus técnicos que en 
muchos casos son sumamente competentes puedan hacer. Reitero que, siempre de conformidad y de acuerdo 
con las políticas educativas definidas por las nuevas autoridades de la educación. Además, en el marco de lo 
que en algún momento dimos en plantearnos como una de las utopías, queremos orientarnos, caminar y 
dirigirnos, en la medida de lo posible, a la disminución significativa si no a la eliminación de la dependencia 
de toda forma de financiamiento externo al cabo de 2007, cuando finalicen los convenios. Esto no constituye 
un fin último, sino una aspiración, pues no implica de ninguna manera que si en el curso de nuestra gestión se 
necesita recurrir a formas de financiamiento externo, no lo hagamos, pero quisiéramos no ser generadores de 


nuevas formas de deuda externa. En caso de que fuera necesario, por ejemplo para la construcción de 
edificios ya que faltan muchos a nivel escolar, liceal e institutos técnicos y de formación docente, suscribir 
nuevos convenios de financiamiento externo, tenemos claro que bajo ningún concepto serían los gobiernos 
que otorguen el financiamiento internacional los que pautarían las políticas educativas, sino organismos de 
financiamiento no de definición de políticas educativas. Las prioridades las establecerían, ciertamente, las 
autoridades de la educación. 


Con esos criterios y materiales, ¿cómo actuamos a la hora de elaborar y redefinir los programas? Entendimos 
que no sería prudente, y por lo tanto no procedimos así, el desmantelamiento reclamado por algunos 
sindicatos, básicamente por dos razones sustantivas. Una de ellas, porque varios de los componentes de estos 
programas, fundamentalmente mucho de ellos a nivel del programa MECAEP, habían sido positivamente 
evaluados, razón por la cual no se entendía pertinente su desmantelamiento, sino por el contrario reafirmar su 
continuidad, pero bajo la orientación de que en este caso el Consejo de Educación Primaria pudiera 
establecer, redireccionándolo en orden de prioridades. También entendimos que el sistema en su conjunto no 
estaba en condiciones de absorber el impacto significativo que hubiera implicado la institucionalización total 
y plena de cada uno de estos programas. Algunos de ellos fueron redireccionados y reorientados a la órbita de 
los respectivos Consejos, por medio una política que también pensamos llevar adelante que es la de transferir 
progresivamente las potestades a los Consejos Desconcentrados, que fueron perdiendo a lo largo de las 
últimas décadas en una creciente concentración de las mismas en el Consejo Directivo Central. Creemos que 
eso no es bueno para el sistema educativo y para cada uno de los Consejos, razón por la cual de manera 
paulatina y permanente, se irá haciendo esa transferencia de potestades. A modo de ejemplo, en el terreno del 
Consejo de Educación Secundaria no se renovaron los contratos de la Comisión de Ciclo Básico y sus 
potestades fueron asumidas por el Consejo de Educación Secundaria, pues se entendía que el propio 
organismo y el avance en el componente correspondiente eran suficientes para encararlo de esa manera. De 
idéntica forma se procedió en el caso de algunos proyectos transferidos al Consejo de Educación Técnico 
Profesional, a la Dirección Nacional de Formación Docente o al Consejo de Educación Primaria. 


Se ha hablado del impacto que han tenido algunas destituciones o ceses. No es eso lo que hizo este 
CODICEN, porque para hablar de cese tendríamos que referirnos a funcionarios presupuestados, pero en este 
caso se trata de contratos de obra que, como todo contrato, tienen una fecha de inicio y una de finalización. Si 
la parte contratante entiende que queda trabajo pendiente o la calidad del trabajo lo justifica, se procede a la 
renovación del contrato, pero si no es así, queda finalizado. Sucede exactamente igual que a nivel doméstico, 
cuando contratamos a alguien para realizar una reparación. Es importante que esto quede claro, porque ha 
habido versiones de prensa que no se ajustan a la realidad. Los criterios que seguimos en lo que hace a la 
renovación o no de los contratos se hace bajo criterios técnicos, basados en esos documentos de evaluación 
que mencioné al principio y que están a disposición de los señores Diputados, si así lo entienden necesario. 
Subrayo también este aspecto porque en la prensa se ha citado como una contradicción las medidas adoptadas 
por el CODICEN con las recomendaciones que en algún caso realizaba el equipo evaluador de la Universidad 
de la República. Las contradicciones no son tales porque, reitero, el equipo de la Universidad se expidió nada 
más que sobre dos aspectos: gestión e infraestructura. Los dos programas abarcan muchísimo más en lo 
técnico, pedagógico, innovación, evaluación, etcétera. Además, las recomendaciones de la Universidad no 
eran preceptivas, sino sugerencias, y fue uno de los tantos insumos en que este CODICEN se basó para tomar 
las definiciones últimas. También dispusimos de poco tiempo en el marco de la evaluación. Téngase en 
cuenta que asumimos el 22 de marzo con una gama impresionante de tareas para abordar no era esto a lo 
único a lo que estábamos dedicados y en algunos casos se prefirió cometer el error de prolongar un contrato 
renovándolo, y no correr el riesgo de desmantelar un programa que pudiera ser relevante o significativo. Por 
ejemplo, en el caso de la Comisión de Transformación de la Educación Media y Superior, la mayoría del 
CODICEN aclaro que yo discrepé con esta decisión, de una manera muy sensata, entendió que era pertinente 
renovar estos contratos porque se estaba en el tercer año de implementación de la reforma y era preferible 
que quienes habían tenido la responsabilidad de implementarla culminaran su proceso e hicieran la 
evaluación y seguimiento de lo que queda hasta el 28 de febrero. Es decir que el criterio no fue de corte 
radical en lo que refiere a la contemplación de los programas, como hubieran deseado algunos sectores; 
tampoco fue de un conservadurismo absoluto, sino que se evaluó lo que se consideraba que era bueno y 
necesario conservar. Lo que se podía desestructurar ya se desestructuró con un criterio de sensatez y de 
prudencia, porque aquí lo que hay que salvaguardar primero y fundamentalmente es la continuidad de la 
gestión, sin provocar un caos administrativo o poner en riesgo la continuidad de algunos programas, como a 
los que hacía referencia el maestro Florit en el caso de educación primaria. 


Comparto muchas de las críticas que FENAPES o las Asambleas Técnico Docentes han hecho a estos 
programas. Entiendo que quizás lo más grave haya sido su implementación inconsulta, verticalista y 
autoritaria, lo que ha irritado la sensibilidad del cuerpo docente. Nosotros estamos dispuestos a recorrer un 
camino distinto en el sentido de la consulta, lo que no implica de ninguna manera sujetarse a los dictados de 
un sindicato o de una ATD, pero sí convocar a todas las formas de participación y, sin duda, este ámbito es 
una de esas formas. Esperemos poder recorrerlo con la frecuencia que nuestros tiempos respectivos nos lo 
permitan, porque la educación pública es un compromiso de todos y no solo de quienes eventualmente 
estamos al frente de su conducción. Tenemos que mantener un relacionamiento fluido de intercambio, de 
aportes y de sugerencias, porque es importante que las señoras Diputadas y los señores Diputados nos 
planteen preocupaciones concretas que traen de sus departamentos o de sus barrios. 


Además, aquí se plantearon algunas referencias concretas con relación a los problemas de transporte escolar 
y liceal. Es un problema serio y preocupante que estamos encarando con la mayor prontitud, pero a veces la 
burocracia nos frena. En este momento ya tenemos estudiantes que están dejando de asistir a sus lugares de 
estudio por falta de transporte, debido a que los compromisos de pago asumidos por las anteriores 
Administraciones no se cumplieron. Ahora hemos liberado fondos -los Representantes del interior lo deben 
saber muy bien- que corresponden al pago del Ejercicio pasado. Se está pagando lo correspondiente a los 
meses de agosto y setiembre del año pasado y, por consiguiente, no hemos podido empezar -como 
hubiéramos querido- con el pago de las cuotas correspondientes a los convenios de este año. 


No tengan la menor duda de que este tema nos preocupa y nos ocupa permanentemente, y estamos tratando 
de darle una solución con la mayor prontitud. 


Quisiera hacer una última referencia a un material que no es menor. Designamos como coordinadora al frente 
del Programa MEMFOD a la economista Beatriz Guinduapt quien, con extrema prontitud y eficiencia, en los 
escasos quince días que lleva al frente del Programa -interiorizándose de todo-, hizo un primer avance de 
evaluación y sugerencias en lo que tiene que ver con perspectivas y formas de redireccionamiento de algunos 
de los componentes. Es un interesante material que también ponemos a disposición de los señores 
legisladores. 


SEÑOR BARRÁN.- Agradezco a todos las preguntas que han hecho. Aparentemente, debo contestar lo 
que me corresponde con relación a la formación docente y a una actividad que también me ha sido 
encomendada, que es la educación en valores vinculada, obviamente, a la educación sexual. 


La formación docente nos preocupa mucho, particularmente en el interior. Respondiendo la pregunta de la 
señora Diputada Etcheverry, diremos que por supuesto los CERP deben mantenerse y que, a nuestro entender, 
deben reorientarse. Es indiscutible que deben mantenerse, no solo porque ya están sino porque el agujero 
negro de la formación docente está en el interior, aunque el país entero tiene varios agujeros negros. La 
reorientación va a consistir en el vínculo más necesario, con planes de estudio que creemos que van a ser más 
modernos que los que tienen en este momento. 


En cuanto a lo que nos había preguntado el señor Diputado Bruno, también con relación a la formación 
docente, pensamos que en efecto esta debe ser permanente. Donde más se advierte la ausencia de formación 
docente permanente es en el interior. Una de las posibilidades que estamos avizorando es el uso de los CERP 
como Centros de Formación Permanente de los profesores del interior para que no sean solamente 
formadores de profesores sino que, a la vez, se pueda llegar a la formación permanente de los docentes ya 
existentes, aunque la mayoría de ellos probablemente no sean titulados. 


Acerca de la enseñanza de la historia no voy a decir absolutamente nada porque, en realidad, todos ustedes 
están acordes en que la enseñanza de la historia más contemporánea es absolutamente imprescindible. Fue en 
el Senado que hallamos alguna resistencia a ese tipo de enfoque de la historia contemporánea. Debo decir que 
fue con cierta legitimidad, porque la enseñanza de la historia es siempre compleja y puede estar vinculada a 
valoraciones de corte político. En el caso de la historia contemporánea, eso es, naturalmente, aún más 
riesgoso. Al mismo tiempo, creemos que la enseñanza de la historia contemporánea no solo es una necesidad 
para el alumno sino también para que el docente ejerza verdaderamente las funciones de educador laico. No 
hay enseñanza que se preste mejor al ejercicio de la laicidad que la de la historia, precisamente peligrosa, 
porque el docente expone los diversos puntos de vista, no los elige, eso es violación de la laicidad, expone 


con calor el suyo, eso es libertad de cátedra, pero también el alumno se forma su opinión, y eso es libertad, 
eso es laicidad. Pienso que todos los integrantes del CODICEN creemos eso. 


Ahora me voy a referir a la educación en valores y a un aspecto conexo, que es la educación sexual. En 1909 
se suprimió la educación religiosa de las escuelas públicas. La laicidad es un rasgo típico de la identidad 
nacional -no así de la identidad chilena, argentina o brasileña-; desde 1909 mantenemos ese mismo criterio y 
nunca -jamás- hemos retrocedido en ese plano. 


Un grupo de padres le preguntó al Senador Domingo Arena: "¿Qué va a pasar con la educación moral de 
nuestros hijos? Suprimida la educación religiosa ¿qué queda? ¿Qué valores éticos se va a dar a nuestros 
hijos?" Este tema también es muy moderno; en 2001 se volvió a plantear en los mismos términos, casi con el 
mismo tipo de lenguaje. 


El Batllismo de Batlle y Ordóñez intentó crear una especie de moral laica y algunos de sus Diputados, 
Senadores o médicos, como don Santín Carlos Rossi, hicieron proyectos para lograr un tipo de moral 
científica - derivada de la ciencia- cuyos valores de comportamiento humano recomendado eran exactamente 
los mismos que los de la moral tradicional. Curiosamente, de la ciencia no se derivaba otra cosa que lo 
admitido. 


En 2001, el Presidente de la República -otro Batlle, por cierto- sostuvo que la educación en las escuelas y en 
los liceos adolecía de algunos silencios, por ejemplo, sobre la religión. La religión no existe y entonces la 
bolilla "fútbol" -dijo- no existe porque somos laicos. Ese es un error -decía, al entender del Presidente-, es un 
grave error; los valores morales, los valores éticos tienen que estar en la base de la enseñanza de los seres 
humanos. Es exactamente lo mismo que pasaba en el novecientos. Verdaderamente no es ninguna novedad 
pero, ¡claro!, los contextos no son los mismos. 


El señor Ministro de Educación y Cultura de la época, doctor Mercader, sostuvo entonces que la educación 
debe servir para desarrollar los sentimientos morales y religiosos, y que eso ya estaba en José Pedro Varela. 
Esa es una interpretación de Varela obviamente discutible, pero que alguna frase de "La Educación del 
Pueblo" tal vez podría confirmar. 


Posteriormente, el Secretario General de la Pastoral de la Familia -naturalmente, católico- expresó: "¿Quién 
nos dijo que el bien era bien y que el mal era mal? ¿Quién nos lo enseñó? En nuestra casa, nuestra mamá. Y 
en la escuela ¿quién nos lo enseñó? Eso no nos enseñan en la escuela, y eso que no nos enseñan muchas 
veces es más importante que saber leer y escribir". 


Si cito estas cosas es porque están detrás de la Comisión de Educación en Valores creada en el año 2001, a 
iniciativa del Consejero Corbo quien, precisamente, recogió varios de estos antecedentes y sostuvo algo que 
es legítimo sostener, aunque discutible: que la descomposición en que está cayendo la familia contemporánea 
en el Uruguay -son términos del Consejero Corbo-, que ese descaecimiento de la familia tiene que ser suplido 
por la educación pública, que debe dar valores que la familia ya no da. En realidad, lo que estaba sosteniendo 
era que había una modificación de la familia y no que la familia haya desaparecido. Naturalmente, han 
aparecido nuevas formas de familia que -parece obvio- el Consejero no compartía. Entonces, se formó la 
Comisión de Educación en Valores, la que realizó algunos documentos. Uno de ellos -la base de su 
actuación- está acá. Entre los documentos que produjo la Comisión de Educación en Valores y las acciones 
concretas que se llevaron a cabo, hay una distancia porque el equipo técnico que se encargó de llevar adelante 
buena parte de lo que acá se dice, fue un equipo muy consustanciado con la laicidad, en el sentido tradicional 
en que los uruguayos la entendemos y, entonces, buena parte de sus acciones han sido no solo respetables 
sino que realmente merecen apoyo. En realidad, lo que la mayoría del CODICEN -no todo- ha puesto en 
discusión no es la educación en valores, que es absolutamente tradicional en el Uruguay -como decía el señor 
Diputado Mahía- y casi una de las esencias de la escuela uruguaya, sino la Comisión de Educación en 
Valores. A nadie se le puede ocurrir que el CODICEN actual ponga en tela de juicio la educación en valores 
morales y cívicos como, por ejemplo, la solidaridad, la lealtad, el compañerismo, la defensa irrestricta de los 
derechos de la persona humana o el régimen republicano representativo. Eso es parte de nuestra misión, eso 
está implícito en el llamado currículum oculto que está en las escuelas y en los liceos y que todos los 
profesores fomentan, porque también son las ideas de la sociedad uruguaya. Eso no es lo discutible; lo 
discutible son, en parte, algunos documentos que produjo la Comisión de Educación en Valores, que llegan a 
hacer afirmaciones que consideramos -no todos, sino la mayoría de los integrantes del CODICEN- de corte 
confesional y que están vinculados a los antecedentes que acabo de mencionar. Por ejemplo, se parecen a lo 


dicho anteriormente por el Presidente Batlle, el Ministro Mercader y el Secretario General de la Pastoral de la 
Familia. Me refiero a la prescindencia de valores y al silencio sobre temas esenciales a la espiritualidad del 
hombre. Creo que no podemos admitir esta afirmación emanada de un documento de la escuela laica, porque 
estoy seguro de que otros no admitirían que se dijera: "sobre temas esenciales a la materialidad del hombre". 
La escuela laica no puede afirmar ni una cosa ni la otra; es el alumno el que debe sacar la conclusión de lo 
que es él como hombre o como mujer. Eso se repite de manera sistemática porque dicen que estos silencios 
niegan las dimensiones trascendentes de la vida. Hay gente que no cree en la trascendencia de la vida; y 
afirmarlo en un documento de la escuela laica es violatorio de la laicidad, o proponer citando a un filósofo 
católico, muy destacado y brillante, el doctor Pablo Da Silveira que a los alumnos, a los adolescentes que no 
pueden distinguir solos entre el bien y el mal hay que presentarles modelos morales, me parece 
extremadamente peligroso. A la mayoría de los integrantes del CODICEN nos parece extremadamente 
peligroso. Por eso cuestionamos la Comisión de Educación en Valores, no la obra concreta que estaba 
realizando el equipo técnico que en la mayoría de los casos merecía nuestro respeto. Esto se vincula con la 
educación sexual. Seguramente, las señoras Diputadas y los señores Diputados tienen una idea de la 
educación sexual que probablemente yo comparta como generadora de herramientas que procuren defender 
la salud. Pero puede ir más allá y es un punto tan delicado como el de la enseñanza de la historia 
contemporánea. No quiero decir que no se haga educación sexual; habría que advertir sobre la complejidad 
que presenta para la laicidad defender algunos principios de esa educación. Es relativamente sencillo sostener 
desde el punto de vista científico que el preservativo debe usarse; inclusive, hay científicos católicos que lo 
afirman, pero ya es mucho más difícil sostener científicamente que es tan legítima la heterosexualidad como 
la homosexualidad. Esto probablemente roce creencias muy arraigadas en la sociedad, lo cual no quiere decir 
que los temas no se traten sino que son muy complejos, sobre los que no me atrevo a pronunciarme aunque, 
por supuesto, condeno, la homofobia. 


No tengo nada más que añadir. 


SEÑOR YARZÁBAL.- Procuraré hacer breves comentarios sobre algunas interrogantes que quedaron 
sin contestar. Voy a comenzar por los planteamientos hechos por el Diputado Álvarez con respecto a 
cuál sería la integración de la Comisión Organizadora que conduciría el proceso de debate sobre la 
educación a nivel nacional y de dónde saldrían los fondos. 


No existe que yo sepa una decisión acerca de la integración de la Comisión. Este proceso de organización y 
conducción del debate fue iniciado el primer mes en que nosotros asumimos nuestros cargos, en una ocasión 
en la cual el Ministro de Educación y Cultura, el ingeniero Brovetto, hizo una visita al CODICEN para 
plantear su aspiración de que la ANEP analizara la posibilidad de participar en un debate educativo nacional 
que pudiera tener como uno de sus resultados la elaboración de un anteproyecto de ley sobre educación. 


En esa oportunidad señaló que tenía en su agenda una consulta similar con la Universidad para cubrir los tres 
organismos rectores de la educación en el ámbito nacional, y otra con las Comisiones de Educación y Cultura 
de las Cámaras de Diputados y Senadores respectivamente. En ocasión de esa reunión, el CODICEN expresó 
al Ministro su acuerdo con la idea de impulsar un debate nacional, su compromiso y su decisión de dar alta 
prioridad a este debate. Anunció además estar dispuesto a apoyar cualquier necesidad que pudiera surgir 
desde el punto de vista logístico para llevarlo adelante. 


Posteriormente, fuimos enterados por el Ministro y el Rector de la Universidad que tuvo lugar el encuentro 
entre ambas instituciones y que la Universidad también decidió sumarse al debate. Asimismo, la Universidad 
apoyó la idea de la creación de una comisión organizadora que operara como garante de un debate plural, 
abierto, democrático, participativo y de escala nacional. 


El Ministro de Educación y Cultura sigue realizando sus contactos. Nosotros no sabemos, en este momento, 
cuál ha sido la decisión con respecto a la creación, o no, y a la integración de esa comisión. Tampoco 
sabemos de dónde saldrían los fondos; en este sentido, no se ha avanzado. 


Lo que sí ha hecho la ANEP es una estimación de los tiempos y ha presentado una propuesta de cronograma, 
que es la que se ha planteado en esta sesión. 


Otra inquietud del Diputado Álvarez tenía que ver con la conformación del porcentaje de 4,5% del producto 
que sería destinado a la inversión pública en educación. En la interpretación de la ANEP y en el análisis de 


este porcentaje solo se consideran los gastos públicos; únicamente se ha comparado el gasto que hace 
Uruguay con relación a la media de los países latinoamericanos en el componente público del gasto en 
educación. 


Queremos advertir que hemos sabido que un alto funcionario del Ministerio de Economía y Finanzas ha 
sostenido una interpretación algo diferente, en el sentido de que cree que ese 4,5% podría integrarse con la 
sumatoria de lo destinado por el sector público y por el sector privado. Esto tendría una repercusión 
particularmente importante en los recursos que se asignaran al sistema educativo público, porque el último 
estudio que se ha realizado sobre la contribución del gasto privado que fue efectuado por un investigador 
universitario en el año 2002 estima en un punto, lo cual reduciría el porcentaje al 3,5%. Y desde ya el 
CODICEN anuncia que es totalmente insuficiente para atender el marco de políticas presentadas en la 
exposición inicial. Por otra parte, no es técnicamente correcto porque la comparación se ha hecho con el 
gasto público de los demás países. Por cierto, para nosotros, es importante informar a la Comisión que si se 
calcula en el momento actual la media a nivel regional, ya está en el 5%; sin embargo, por razones de 
oportunidad y de viabilidad, se mantiene la solicitud del 4,5%. 


También ha sido motivo de inquietud, expresada por el Presidente de la Comisión, la política que el 
CODICEN piensa seguir con respecto a los auxiliares de servicio. Al enfrentarnos al problema de manera 
muy prematura en el desempeño de nuestros cargos, ya que fue la primera demanda que surgió de los 
trabajadores de la educación, luego de un intercambio de opiniones, decidimos buscar la regularización de 
estos funcionarios incorporándolos a la estructura administrativa de la ANEP, lo cual figurará en el proyecto 
de Presupuesto que se presentará ante el Parlamento. Esta es la política que queremos llevar adelante con los 
auxiliares de servicio. 


Con respecto a la cuota mutual, en este momento se está analizando la política que se podría llevar adelante y 
se enfrenta con una dificultad que tiene que ver con la mala organización del sistema de gestión del 
organismo que, en este momento, no permite saber cuántos docentes deberían incorporarse a este apoyo, 
puesto que existen muchos que trabajando en Educación Secundaria lo tienen por Educación Primaria o por 
otros orígenes y todavía no se ha podido hacer el tamizado. Apenas se conozca el impacto financiero que 
tendría, se analizaría la política a seguir; ese dato se sabrá en las próximas semanas. 


También era preocupación expresada por el Diputado Álvarez los fundamentos de la contratación de la 
asesoría jurídica de un estudio jurídico privado. Entre los muchos hechos consumados que encontró este 
CODICEN estaba el de que se había asignado a estudios privados una serie de actividades vinculadas a la 
asesoría letrada del organismo, que tiene una instancia estructural propia para esto. En este momento se está 
reorganizando la Asesoría Letrada, se está reinstalando el cuerpo de abogados que asiste al CODICEN en el 
interior del país, que es el área que quedaría sin asesoramiento jurídico si los contratos se eliminaran ya. 
Apenas se pueda reconstituir la organización jurídica del CODICEN en el interior del país, se recurrirá a los 
organismos letrados propios para llevar adelante la gestión. 


Estos eran los aspectos fundamentales que quedaban por responder. De esta manera cerraría mi intervención. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos realizado una sesión en la cual el CODICEN hizo una exposición 
inicial abarcativa de todos los lineamientos; luego, hubo una intervención de todos los Diputados; 
posteriormente, se recibieron las respuestas correspondientes. La Mesa sugiere que si se abren nuevas 
rondas de intervención más allá de que harán uso de la palabra los Diputados que están anotados y los 
que se anoten la reunión podría extenderse demasiado. A mi modo de ver, en el futuro podremos tener 
otras instancias de intercambio que serían igualmente fructíferas. 


SEÑOR ORTUÑO.- Ha sido muy buena la intervención del CODICEN y, sin duda, quedaron temas 
planteados que serán objeto de intercambio en el futuro. Entonces, en la misma línea que plantea la 
Mesa, pero dándole formalidad, me parece inconveniente reabrir la discusión porque todos haríamos 
planteamientos y la reunión se extendería demasiado. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Quisiera agradecer la presencia de los integrantes del CODICEN y lo 
enriquecedor de esta charla. 


Asimismo, deseo expresar que estoy de acuerdo con lo manifestado por el Consejero Barrán en que, tanto la 
educación en valores, como la historia contemporánea y la educación sexual son temas que, obviamente, nos 
van a llevar más de una sesión porque si bien tenemos coincidencias también existen discrepancias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha sido presentada una moción de orden y por lo tanto, si hay acuerdo, 
daríamos la palabra al señor Diputado Umpiérrez, que no había tenido oportunidad de intervenir, y así 
cerraríamos la lista de oradores. 


SEÑOR UMPIÉRREZ.- Estuve en la Comisión de Hacienda, que se superpuso con esta, por lo que no 
pude llegar antes. De todos modos, había leído la exposición realizada en la Comisión del Senado. 


Para tranquilidad del Consejero Barrán, que añoraba las discrepancias del Senado, yo las voy a plantear 
también en Diputados. 


No estoy de acuerdo con la educación en materia de historia hasta la fecha actual. En mi opinión, 
sustancialmente, historia, y más en fechas recientes, es política. Y política significa interpretación y ángulos 
diferentes. Entiendo que aunque el Consejero Barrán, desde una óptica que puedo comprender, de que el 
ámbito donde se demuestra la laicidad es cuando se da la pluralidad de opiniones en un aula sobre hechos 
prácticamente contemporáneos, también es la puerta y el escape más viable y seguro -detrás de la puerta 
cerrada de un aula- a la violación de la laicidad. Acá no es cuestión de libertad de cátedra. 


Una cosa es si hablamos de historia contemporánea en la Universidad de la República donde yo, con más de 
dieciocho años, tengo la capacidad de ser un contradictor con quien ejerce la Magistratura. Pero nada tan 
magistral en el concepto de la definición del término propio, de su origen latino, "magister", de maestro 
dentro de un aula, donde hay una relación real de escala muy diferente entre el educando y el educador. Allí 
no hay libertad de cátedra. 


Pienso que la laicidad, si no es un Titanic que está hundido, no desde 1916, pero por lo menos desde hace 
cuarenta años, tiene muchas averías y hace agua por varios lados. La hizo antes de la dictadura, con esta 
continuó y desde la restauración democrática hemos convivido con ese problema sin darle una solución de 
fondo. Más allá de la honesta concepción de su defensa que estoy seguro que sienten ustedes como 
integrantes del CODICEN y que han sentido los anteriores, cuando llega al punto real, cuando se baja a la 
cancha, allí, lamentablemente no todos han estado a la escala de lo que debería ser su verdadero ejercicio. 


Concuerdo con los Consejeros Barrán y Florit cuando decían que se extrañaba el quinto miembro. Yo digo 
que sí, que se va a extrañar y se extrañaría el cuarto y el quinto también. Entiendo al Partido Colorado cuando 
decía, a través de Sanguinetti, que su prioridad absoluta en la materia es que la historia y la educación en sí 
mismos son los formadores de la conciencia y de la sustancia de eso que difícilmente nos atrevemos a llamar 
nación o que, desde ángulos diferentes, se puede llegar a cuestionar. 


Creo que -como decía el profesor Barrán- el tema de la historia va a ser un caballo de Troya y su tratamiento 
va a ser un campo de batalla, porque se trata de hechos tremendamente contemporáneos como la guerrilla, 
como el golpe de Estado, como la restauración democrática, como el Pacto del Club Naval, etcétera. 


Todos los antecedentes a que nos referíamos en materia del ejercicio práctico, no de la concepción ideal o 
ideológica de quienes han conducido los destinos educativos, se han visto seriamente lesionados. 


Respecto a los valores, concuerdo con el profesor Barrán. No soy confesionalista; soy agnóstico por 
comodidad, pero militante. Creo que el problema es que a los valores se los liga tremendamente a las 
religiones y, obviamente, estas están imbuidas de una escala de valores. Pero hay cosas que escapan y van 
más allá de la religión, pero que igualmente tienen puntos en común. Me refiero al tema del medio ambiente, 
al de los derechos humanos, al de la drogadicción, y aun entrando en los campos de espiritualidad y 
materialidad, creo que no se trata de ocultar debajo de la alfombra sino de poner sobre la mesa las distintas 
visiones. 


Yo no practico religión alguna y entiendo que el medio en que vivimos es producto de un país batllista y 
batllistizado en toda sus esferas y culturalmente. El profesor Barrán es uno de sus ejemplos más acabados. 


He sido lector de su obra "La historia del Uruguay rural contemporáneo", "Batlle, los estancieros y el Imperio 
Británico" y buenas broncas como blanco me agarré en algún momento con el profesor y sus concepciones 
respecto a las revoluciones saravistas, por ejemplo, con el paso de los años matizadas en algunos reportajes 
leídos en "Búsqueda". 


Obviamente, no creo que haya que eliminar o cercenar esto; pienso que habrá que buscar consensuarlo. En 
definitiva, la política de educación como la exterior de un país, son políticas de Estado que no pueden estar 
sujetas a los bandazos de los cambios de Administración. Por lo tanto, como políticas de Estado requieren 
consenso. Ahí es que extraño el quinto miembro -y diría el cuarto- dentro del CODICEN. 


Me alegro de ver, después de la exposición, que hay más continuidades que rupturas, que hay -en términos 
que agradan al profesor Barrán; nuevamente me refiero a él- más reformismo que revolución; quizás sea 
porque es esa la esencia. La Consejera D'Elía hacía un balance cabal del MECAEP y del MEMFOD que nos 
alegra, sobre todo después de haber escuchado distintas opiniones, que no sabíamos cómo se iban a traducir 
en el espectro de la política pública concretamente. 


Finalmente, quisiera trasladar una pregunta al Consejero Yarzábal. Cuando se habla del 4,5% -ahora 
perfectamente discriminado, en la esfera de los públicos-, yo pregunto si eso es más allá de una visión 
voluntarista -no lo estoy tildando con un adjetivo peyorativo sino como una expresión de deseo-, si va a ser 
una cabal concepción cristalizada en términos materiales. 


Lo que el Consejero apuntaba como una diferencia, me animo a decir que no es una interpretación casual. 
Temo que esa sea la interpretación que se va a dar desde las esferas económicas a la cuestión, de que no 
vamos a saltar del 2,9% al 4,5% sino que, eventualmente, se saltará de 2,9% a 3,5%. ¿Por qué? Porque los 
compromisos asumidos la semana pasada sobre superávit del sector público a nivel del Fondo Monetario 
Internacional hablan de un 4%; obviamente, uno puede hablar de redistribución de lo percibido en Tesorería, 
en Rentas Generales del país, pero cuando se habla de tamañas metas de superávit fiscal, a veces uno ve que 
pueden tener que resignarse otras cosas. 


Aquí va a entrar una vieja contradicción entre los deseos y las posibilidades, entre la voluntad del aparato 
educativo y lo que se impone o se acuerda a nivel del Fondo Monetario Internacional. No sé si eso ha sido 
valorado o trabajado, si el proyecto de ustedes a nivel del CODICEN es producto de una elaboración propia 
aislada o fue realizado en forma conjunta con las autoridades económicas. Por supuesto que no estamos 
hablando del contenido educativo, sino de la presupuestación económica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero plantear el tema de la organización del trabajo de esta Comisión para 
el futuro. 


El ámbito y el espíritu es el de más amplia participación y de la más plena libertad de opinión de todos los 
miembros. El señor Diputado Umpiérrez plantea algo que abre flancos de discusión, en el cual todos tenemos 
opiniones y algunos muy diferentes. Y bienvenidas las distintas opiniones. Pero hay temas que fueron 
tratados anteriormente y hubo un espacio de debate. 


Comprendemos que el señor Diputado Umpiérrez estuvo también en otra reunión, pero si todos hacemos lo 
mismo, las Comisiones no funcionan adecuadamente. 


Quiero poner un ejemplo de contribución a ello: quien habla fomentó una reunión muy importante que se 
estaba realizando y que se fijó precisamente a la misma hora en que empezaba esta sesión. Quien habla no 
fue a la otra reunión. Se trata de realizar una economía de los tiempos, ya que no podemos estar en la misa y 
en la procesión. Debemos tener un mínimo de organización para aprovechar los tiempos. 


Simplemente, desde el punto de vista personal, sugiero que cada uno de nosotros contribuyamos a un mejor 
funcionamiento de esto. 


En lo que hace a la organización específica de esta reunión, en los temas que han sido planteados por el señor 
Diputado Umpiérrez existen opiniones distintas, y quien habla también las tiene, y estaríamos abriendo la 
posibilidad de volver a discutirlos, ya que la Comisión tiene libertad de hacerlo. 


SEÑOR YANES.- Si el profesor Barrán entiende que debe contestar, por las referencias hechas al 
CODICEN, y el Presidente lo entiende así, que conteste. 


SEÑOR YARZÁBAL.- Creo que el primer planteamiento realizado por el señor Diputado Umpiérrez 
se contesta con la lectura de la versión taquigráfica de la intervención del profesor Barrán, por lo que 
no voy a abundar en ese sentido. 


Con respecto a la actual posición del Poder Ejecutivo ante la solicitud del CODICEN de llegar a aportar el 
4,5% del Producto Bruto Interno al presupuesto educativo, puedo adelantar que en el mes de abril el señor 
Ministro de Economía y Finanzas, en ocasión de una intervención pública en la Universidad de la República, 
sostuvo que ese era el objetivo para el final del quinquenio y que se alcanzaría con incrementos escalonados, 
que serían menores al comienzo de este Período de cinco años, debido a la difícil situación de la economía 
estimada para los dos primeros años, y que a partir de 2008 se podría producir un incremento más notable. 


Esto fue ratificado por el señor Ministro de Educación y Cultura en dos oportunidades: la primera, cuando 
tomaron posesión de sus cargos los miembros del CODICEN y, la segunda, en ocasión de la presentación de 
propuestas de integración del sistema educativo en la que la ANEP, en conjunto con la Universidad, anunció 
su intención de poner en marcha durante el quinquenio doce carreras cortas en el ámbito tecnológico para las 
que, obviamente, se requiere llegar a este porcentaje del PBI. En esta oportunidad, el señor Ministro de 
Educación y Cultura volvió a ratificar que era intención del Poder Ejecutivo atender esta solicitud. 


Hasta ahí nuestra información respecto a las intenciones del Poder Ejecutivo en cuanto a cumplir con esta 
propuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creemos que para el futuro se abre una instancia de intercambio muy 
importante entre esta Comisión y los integrantes del Consejo Directivo Central. Agradecemos la 
presencia de las autoridades del CODICEN. 


Se levanta la reunión. 


T ínaa dal nia da namrma 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


